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1. Introducción

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos presentó su informe Anual, correspondiente al año 2012, el pasado 16 de abril. Como parte integrante de dicho informe, aunque presentado en un documento aparte (Volumen II), la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión presentó, asimismo, su informe Anual en la mencionada fecha. Dicho informe anexo fue elaborado y presentado por la Relatoría, y "(A)probado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 5 de marzo de 2013"
). 

2. El Ecuador plantea numerosas observaciones respecto de los contenidos del informe de la Relatoría, señalando las incorrecciones, errores y sesgos expresados en todos y cada uno de los apartados de la sección dedicada al Ecuador. Asimismo, se hace un recuento exhaustivo de los graves defectos y vicios metodológicos de que adolece el informe. Antes de ofrecer las conclusiones generales del análisis presentado en este documento, también se discuten aspectos relevantes en el tratamiento de temas de índole marcadamente política que, planteando también un serio problema metodológico, revelan un preocupante sesgo de carácter ideológico que afecta gravemente la calidad, el rigor y la ecuanimidad del informe y de la Relatoría.

3. La conclusión principal de este ejercicio, planteada al final del presente documento, es que el informe Anual de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, relativo al año 2012, no constituye un informe de suficiente calidad, de acuerdo a los estándares internacionales fijados en múltiples acuerdos internacionales, tanto en el ámbito del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, como en el Sistema de la Organización de Estados Americanos, así como en el Sistema de Naciones Unidas, en particular en el ámbito de la Comisión de Derechos Humanos. 

4. En la sección dedicada al Ecuador, la información se presenta de forma discrecional, dirigiendo la atención hacia asuntos que la Relatoría considera importantes; se omite información imprescindible –por ejemplo, en relación al marco normativo del país– para facilitar una comprensión ponderada de cuestiones fundamentales; se constata la ausencia de un procedimiento adecuado y transparente, una de cuyas consecuencias es la notable opacidad respecto de las fuentes de información utilizadas; y existe una sospechosa coincidencia con actores de parte en conclusiones que no están debidamente sustentadas por evidencias empíricas objetivas, robustas y conclusivas.

5. El Ecuador celebra la costumbre de incluir en el informe de la Relatoría el análisis sobre la situación de la libertad de expresión en los Estados Unidos –país que no ha ratificado la totalidad de los instrumentos hemisféricos de protección de los derechos humanos–, lo que en opinión del Ecuador contribuye a consolidar la universalidad en la ratificación y aplicación de los principios e instrumentos de protección de los derechos humanos en la región. Sin embargo, las notorias omisiones de dos de los casos más relevantes y controvertidos a escala mundial respecto del ejercicio de la libertad de expresión –el Caso Manning y el caso Assange/WikiLeaks– son una muestra palmaria del doble rasero y el sesgo de raíz ideológica que lastra el informe.

6. Tomados en su conjunto, dichos vicios y falencias en la forma y el contenido, ponen en cuestión las afirmaciones y conclusiones del informe y afectan seriamente el mismo funcionamiento del sistema para la protección de los derechos humanos en la región. El Ecuador, con sus observaciones, plantea serias dudas sobre la capacidad de la Relatoría para transparentar su acción, adoptar exitosamente procedimientos y metodologías universalmente aceptados, analizar adecuadamente la situación actual, real, del derecho a la libertad de expresión en el Ecuador y en la región y, en definitiva, realizar sus actividades de forma conducente a perfeccionar el sistema de protección de derechos humanos de la región, cumpliendo los objetivos que la propia Relatora señala en el informe.

7. El Ecuador desea, asimismo, dejar expresa constancia de su mejor disposición para trabajar conjuntamente con la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión en el futuro, al tiempo que reitera su pedido a dicho organismo, de forma comedida pero firme, a que las imprecisiones, omisiones y errores detectados en el informe sean corregidos a la mayor brevedad posible, pues han afectado injusta e injustificadamente la imagen del Estado ecuatoriano, cuando es un Estado respetuoso de los derechos humanos en general, y de la libertad de expresión en particular.
2. Ausencia de rigor y falencias metodológicas

Tal y como se argumentará a lo largo de esta sección, el informe presentado por la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión adolece de una serie de graves falencias y sesgos, desde el punto de vista metodológico, que hacen inviable la consecución del objetivo expresado en el Capítulo 2, sección A, acápite 1 del propio informe.

2.1. Discrecionalidad en el uso de la metodología

Quizás, el más grave vicio metodológico del que adolece el informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión es, precisamente, la ausencia de una metodología robusta para la sistematización, análisis y presentación de la información obtenida.

En primer lugar, cabe señalar que, a diferencia de otras instancias encargadas del seguimiento y el reporte de la situación de los derechos humanos, como la propia Comisión Interamericana de Derechos Humanos, o el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, la Relatoría no aplica código de conducta, manual o guía metodológica alguna.

En el caso de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, existe una normativa consolidada respecto de los procedimientos a aplicar a la hora de realizar actuaciones en defensa de los derechos humanos en la región, y en particular a la hora de reportar y reflejar en informes periódicos dichas situaciones. Esta normativa se refleja en varios artículos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) y en el Estatuto de la CIDH. Pero es en el Reglamento de la CIDH, aprobado el 31 de diciembre de 2009, en particular en sus artículos 58 a 60, donde se especifica el procedimiento para preparar y presentar informes periódicos
.

Por otro lado, el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas se dotó de un código de conducta para los titulares de mandatos de los procedimientos especiales del Consejo de Derechos Humanos, en su novena sesión, en el año 2007
. En dicho código de conducta, se estipulan los parámetros siguientes:

“Artículo 3

f) No solicitar ni aceptar instrucciones de ningún Gobierno, particular, organización gubernamental o no gubernamental o grupo de presión en absoluto.

Artículo 6

a) Tratar siempre de establecer los hechos, sobre la base de información objetiva y fidedigna que dimane de fuentes pertinentes y creíbles, y que hayan contrastado debidamente en el mayor grado posible;

Artículo 8

Fuentes de información
En sus actividades de reunión de información los titulares de mandatos deberán:

a) Guiarse por los principios de discreción, transparencia, imparcialidad y ecuanimidad;

b) Preservar la confidencialidad de las fuentes de testimonios si su divulgación pudiera causar perjuicio a las personas interesadas;

c) Apoyarse en hechos objetivos y fiables, basándose en normas de prueba que se ajusten al carácter no judicial de los informes y conclusiones que han de redactar;

Artículo 13

Recomendaciones y conclusiones
Los titulares de mandatos deberán:

c) Velar por que las autoridades del Estado de que se trate sean las primeras en tener conocimiento de sus conclusiones y recomendaciones en relación con dicho Estado y dispongan de tiempo suficiente para dar una respuesta, y por que, igualmente, el Consejo sea el primer receptor de las conclusiones o recomendaciones dirigidas a ese órgano.”

Al día de hoy existe, por lo tanto, un estándar internacionalmente aceptado, que define los principios básicos respecto de reporte y relatoría sobre cuestiones de derechos humanos, regula los procedimientos para elaborar y difundir informes periódicos, y define claramente el relacionamiento, en el mencionado contexto, del organismo de referencia con los Estados.

A pesar de esto, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión no está regulada por marco normativo alguno, más allá de los principios que obligan a la Comisión Interamericana en este respecto, y de la sucinta, incompleta y discrecional "metodología" descrita en la página 25 de su informe Anual. Por otra parte, y como se demostrará en secciones posteriores, esa "metodología" ni siquiera es cumplida a cabalidad.

Este hecho es tanto más relevante si se considera que una de las tres propuestas que el Ecuador impulsó en la reunión de Guayaquil, celebrada el 22 de marzo de 2013, en el marco de la reforma y fortalecimiento de la CIDH, y desde el año 2011 en el marco del Grupo de Trabajo para el Funcionamiento de la CIDH en la OEA, fue precisamente la definición de un código de conducta
, de orientación similar al vigente para el Consejo de Derechos Humanos de la ONU, que regule en detalle y con un rigor actualmente ausente los procedimientos para la recopilación, análisis y presentación de la información recopilada por cada una de las relatorías y de la Comisión.

Hay que señalar que la falta de acuerdo para elaborar un plan concreto que llegara a materializar dicho código de conducta, fue ampliamente celebrado por múltiples organizaciones profesionales, ONG e instancias defensoras del "derecho a la libertad de expresión": IFEX
, International Press Institute (IPI)
, Committee to Protect Journalists (CPJ)
, entre otros. Incluso, el Director Adjunto del International Press Institute, Anthony Mills, admitió abiertamente que su organización "dirigió esfuerzos para poner la cuestión [de las reformas planteadas por el Ecuador respecto del fortalecimiento de la Relatoría Especial] bajo el foco y hacer lobby ante los Gobiernos de la región para rechazar la propuesta ecuatoriana"
. Según Mills, la resolución "ilustra el impacto positivo de la sociedad civil en la toma de decisiones intergubernamental"
. Sin embargo, entre la lista de firmantes de la petición promovida por el IPI, destacan organizaciones privadas profesionales, algunos de ellos con notorias y públicas posiciones contrarias al Gobierno del Ecuador, como Fundamedios
, Freedom House
, Committe to Protect Journalists
, entre otros
. Queda de manifiesto cuál es el significado, ciertamente sui generis, del término “sociedad civil” para el IPI.

2.2. Discrecionalidad en la presentación de los resultados

Respecto de la presentación de los resultados sobre la situación del derecho a la libertad de expresión en los países analizados, llama la atención el hecho de que la estructura del informe de la Relatoría Especial no es homogénea para todos los casos. Más allá de suponer una omisión, esta circunstancia refleja que los criterios de evaluación que se utilizan (e, incluso, la intencionalidad con la que se elabora el análisis) no son los mismos para todos los Estados, lo que pone seriamente en cuestión la imparcialidad, el rigor y la ecuanimidad del informe y de la propia Relatoría.

Entre los países que se analizan bajo el formato de varios acápites, únicamente las secciones referidas a Ecuador y Venezuela no contienen en su estructura el acápite denominado “Avances”. De esta manera, que puede parecer desprovista de importancia, se consigue colocar un mensaje clave: que en estos países no ha existido ningún avance en materia de protección del derecho a la libertad de expresión en el ejercicio considerado.

En el caso del Ecuador, es especialmente revelador que, a pesar de no reflejar en ninguna sección ad hoc la existencia de avances significativos, hay ocasiones en las que, en el cuerpo del texto, la propia Relatoría sí reconoce dichos avances. Como ejemplo, en el párrafo 181 (p. 85) del informe, puede leerse textualmente:

"Según lo informado, este proyecto propone derogar las normas conocidas como “desacato”, lo cual representa un importante avance"
.
Es decir, que a pesar de la omisión al no introducir un acápite específico donde se relaten los avances que se hayan producido en el periodo en el caso de Ecuador, la propia Relatoría constata la existencia de algún avance. Esta circunstancia pone en tela de juicio la ecuanimidad y la fidelidad del reporte, ya que genera una duda razonable respecto de otros avances que se hayan podido producir,pero que la Relatoría no ha considerado como tales. Dado que la Relatoría, al no disponer de un código de conducta, manual o guía metodológica
 que incluya los criterios necesarios para determinar qué puede considerarse un avance, ha de entenderse que la determinación de si han existido o no, está enteramente a discreción de la propia Relatoría.

Por otro lado, también es necesario reflejar que la sección dedicada al Ecuador es el único caso de país analizado que inicia con el acápite "Asesinatos", a pesar de que en el país sólo hubo que lamentar un único caso en el año 2012. El agravio comparativo llama la atención, teniendo en cuenta que la Relatoría no ha considerado conveniente ubicar esta sección en primer lugar en el caso de otros países en los que, desgraciadamente, ha habido que lamentar un mayor número de muertes violentas de profesionales del periodismo en el periodo analizado. De nuevo, un hecho que podría ser considerado como incidental, genera una impresión de excepcionalidad que repercute negativamente no sólo en el tono del informe, sino en la imagen que del país en cuestión podría formarse el público.

2.3. Falta de transparencia y absoluta discrecionalidad en uso de fuentes y referencias

El párrafo 2 del segundo capítulo del informe, titulado “Evaluación sobre el estado de la libertad de expresión en el hemisferio”, comienza así: “ […] este capítulo
 expone los aspectos del derecho a la libertad de expresión que merecen mayor atención y que han sido reportados a la Relatoría Especial durante el año
” (p. 25). Para dar cuenta de dichos aspectos, “[este capítulo
] se nutre de los datos recibidos por la Relatoría Especial a través de distintas fuentes estatales, intergubernamentales y no gubernamentales. Es de particular relevancia para la oficina la información enviada por los Estados, aquélla que es aportada durante las audiencias celebradas ante la CIDH, la que es remitida por las organizaciones no gubernamentales de la región, y las alertas enviadas por los medios y comunicadores. En todos los casos, la información es contrastada y verificada de forma tal que sólo se publica aquélla que sirva para ayudar a los Estados a identificar problemas preocupantes o tendencias que deben ser atendidas antes de que puedan llegar a generar eventuales efectos irreparables
”.

Además, el informe establece en su Capítulo I, sección 6, acápite 81, que “(P)or medio del monitoreo diario del estado de la libertad de expresión en la región, el cual se realiza a través de una amplia red de contactos y de fuentes, la Relatoría Especial emite declaraciones tales como comunicados de prensa, informes y opiniones sobre casos o situaciones específicas que son relevantes para el ejercicio de esta libertad fundamental
”.
En todo caso, la Relatoría establece que “[…] la información sobre los casos cuyo análisis se ha omitido responde a que la Relatoría Especial no ha recibido suficiente información confirmada
 sobre los mismos. […] cualquier omisión debe ser interpretada solamente en ese sentido”.

Después de un estudio detallado de las fuentes mencionadas (y las referencias utilizadas), el primer aspecto importante a señalar es la absoluta falta de transparencia de que adolece el informe en este particular. Efectivamente, a pesar de que en el informe se afirma que “(E)n todos los casos se citan las fuentes utilizadas”
, la inmensa mayoría de los párrafos presentados en el análisis del caso del Ecuador no tienen especificada la fuente de la que proviene la información. 

En este punto, conviene hacer una distinción importante, que el informe no establece (lo que supone, en sí, otra gravísima falencia metodológica). Lo que el informe sí determina es la referencia que sustenta la información disponible. En este caso, todos los epígrafes numerados cuentan con, al menos, una referencia de sustento. Tal y como se detalla en la tabla 1, no hay una sola referencia usada como sustento que no se refiera a un documento de acceso público. A pesar de ser lo mínimo que puede exigirse en un informe de estas características, este hecho no supone que la afirmación anterior (“(E)n todos los casos se citan las fuentes utilizadas”) sea cierta. Es más, tal y como la propia Relatoría indica, “(L)a Relatoría Especial recibe un promedio de 2.250 correos electrónicos por mes, de los cuales, 75% se refieren a alertas, comunicados de prensa, solicitudes de información y consultas sobre libertad de expresión
”. Es obvio, pues, que la Relatoría maneja más información de la que sugieren las referencias que señala, de acceso público en su totalidad. ¿Cuáles son el resto de fuentes que utiliza la Relatoría para elaborar su informe? La distinción, pues, entre fuente y referencia es fundamental para comprender las graves consecuencias de no disponer de claridad respecto del uso que se realiza de la información aportada, u obtenida, por parte de la Relatoría a la hora de elaborar su informe anual. La Relatoría ejerce una ilimitada e irrestricta discrecionalidad sobre este punto.

Tabla 1. Referencias citadas en el informe Anual de la Relatoría

	Referencia
	Número
	Porcentaje

	Medios de Comunicación Privados
	45
	29%

	Fundamedios – IFEX
	30
	19%

	Información Pública del Estado Ecuatoriano
	24
	15%

	Medios de Comunicación Públicos
	20
	13%

	Manifestaciones Públicas del Presidente
	16
	10%

	Asociaciones de Periodistas
	7
	5%

	Leyes
	4
	3%

	Otras ONG
	5
	3%

	Reporteros Sin Fronteras
	3
	2%

	Documentos académicos
	1
	1%


Fuente: elaboración propia

En este punto, también conviene poner de manifiesto que, si bien en el informe se especifica que “la información es contrastada y verificada de forma tal que sólo se publica aquélla que sirva para ayudar a los Estados a identificar problemas preocupantes"
, no existe ninguna sección donde se describa en qué consiste ese proceso de verificación. Al problema antes apuntado de la ausencia de un código de conducta, en el que eventualmente la Relatoría pudiera apoyarse y que redundara en un perfeccionamiento continuo del proceso de reporte de la situación de la libertad de expresión, se une el problema de la falta de transparencia en este punto. Lo que resultaría aún más grave es la constatación de que dicho proceso de verificación no se produjese en colaboración con los Estados implicados, es decir, a través de consultas formales, canalizadas a través de la representación diplomática de cada uno de los países ante la Organización de Estados Americanos, o ante cualquier otra instancia del Estado que pudiera estar en disposición de corroborar documentalmente, o de otro modo, la información reportada a la Relatoría. 

En ese caso, se estaría incumpliendo con uno de los propósitos más importantes del informe, esto es,“[…]entablar un diálogo constructivo con los Estados miembros de la OEA que visibilice los avances reportados, pero también los problemas y los desafíos afrontados durante el período
”. Asimismo, se estaría incumpliendo el objetivo principal del informe, “[…] colaborar con los Estados miembros de la OEA en la visibilización de los problemas que todos queremos resolver, así como en la formulación de propuestas y recomendaciones viables asentadas en la doctrina y la jurisprudencia regional"
.
Una consecuencia, si cabe aún más preocupante, de la falta de transparencia de que adolece el proceso de acopio y verificación de la información contenida en el informe, es el profundo sesgo resultante a la hora de considerar (u omitir) distintas situaciones, susceptibles de ser consideradas como avances en la situación de la libertad de expresión (en el caso del Ecuador, sección 4), como aquéllas susceptibles de ser consideradas como retrocesos significativos en la situación de la libertad de expresión en otros lugares del continente. 

El informe de la Relatoría, a modo de descargo, contiene la siguiente afirmación: “(e)s pertinente aclarar que la información sobre los casos cuyo análisis se ha omitido responde a que la Relatoría Especial no ha recibido suficiente información confirmada sobre los mismos. Por lo tanto, cualquier omisión debe ser interpretada solamente en ese sentido
”. A la vista de un análisis exhaustivo de distintas situaciones, que se expondrán en las secciones 3 y 4, las omisiones en que incurre el informe contribuyen a construir una imagen distorsionada de las condiciones actuales y reales de la situación de la libertad de expresión en el Ecuador. Es imposible, en virtud de la falta de transparencia respecto del proceso de verificación de fuentes y de la información suministrada a la Relatoría en general, comprobar de forma efectiva e independiente la veracidad de este extremo, esto es, de si efectivamente las omisiones identificadas en el informe se deben a que la información no fue suficiente o no pudo ser suficientemente confirmada. 

En el primero de los casos (falta de información suficiente), es inevitable considerar la situación de que las fuentes utilizadas por la Relatoría sean insuficientes para reportar verazmente la totalidad de la información que debe ser necesariamente tenida en cuenta para realizar un diagnóstico ajustado a la realidad, en cada uno de los países, del estado de la libertad de expresión. Un caso particular de ese supuesto, podría llevarnos a pensar que la información suministrada a la Relatoría es parcial, esto es, aportada mayoritariamente por actores que ven, de un modo u otro, afectados sus intereses, y que utilizan la palestra que ofrece la Relatoría para posicionar dichos intereses, con una intencionalidad política de tinte corporativo. Por otro lado, también cabría preguntarse cuáles son los criterios que utiliza la Relatoría para publicar cierta información, ya que, según se menciona en el informe, “la información es contrastada y verificada de forma tal que sólo se publica aquélla que sirva para ayudar a los Estados a identificar problemas preocupantes
”. En definitiva, lo que esta operativa permite es, de nuevo, una mayor discrecionalidad por parte de la Relatoría a la hora de discernir qué información “merece mayor atención” y, por tanto, qué situaciones, mensajes y argumentos merecen espacio en el informe.

En el segundo de los casos, también enfrentaríamos una situación gravísima, al darse el caso de que información relevante es reportada, pero la Relatoría no cuenta con un procedimiento adecuado para, de forma rigurosa, comprobar la veracidad de la información. Esta nueva falencia metodológica es susceptible de crear un sesgo que perjudica seriamente tanto la tarea de los Estados, a la hora de proteger y promocionar la libertad de expresión, como la de la propia Relatoría.

Como se mencionó anteriormente, uno de los principios básicos establecidos en el código de conducta para los titulares de mandatos de los procedimientos especiales del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, es el de la transparencia. Frente a la vigencia de este principio, podría responderse que, como señala el código de conducta del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, otro principio básico es el de preservar la confidencialidad de las fuentes de testimonios si su divulgación pudiera causar perjuicio a las personas interesadas. Ahora bien, ¿qué entidad o qué instancia determina cuándo una situación es susceptible de generar un perjuicio a las personas interesadas? A falta de criterios claros para su determinación, debemos concluir que en este aspecto, de nuevo, la  Relatoría ejerce una ilimitada discrecionalidad, no sujeta a ningún tipo de réplica, contrastación o procedimiento establecido y transparente, en la medida en que opta, de forma desproporcionada, por aplicar el principio de confidencialidad sobre el de transparencia, no ya para proteger a “personas interesadas”, sino para poder posicionar sin restricciones determinada información que, según su propio criterio, “merece mayor atención”.

Por otro lado, como puede verse en los gráficos 1 y 2, un somero análisis cuantitativo del origen de las referencias señaladas en el informe, refleja que una elevada proporción de la información de sustento (en torno al 60%) proviene de actores privados, entre medios, asociaciones profesionales, y ONG especializadas en la promoción de la libertad de prensa. Estas cifras reflejan que la mayor parte de la información que la Relatoría utiliza para sustentar su informe proviene de actores de parte que defienden los intereses de los medios de comunicación privados.

El problema de fondo surge cuando se constata que el posicionamiento mayoritario de la información, tal y como la producen, interpretan y reproducen actores abiertamente confrontados con el Gobierno, puede dar lugar a situaciones que menoscaban  la discreción, transparencia, imparcialidad y ecuanimidad de un organismo tan importante como la  Relatoría.

Como ejemplo del alineamiento discursivo que en ocasiones se produce entre algunas de estas organizaciones privadas y la Relatoría en su informe, mencionaremos el caso de la supuesta “polarización social” que, según el criterio de la propia Relatoría, parece haberse instalado en el país: “(L)a Relatoría Especial observa con preocupación el aumento en los hostigamientos contra periodistas y comunicadores sociales, que tendrían lugar en un ambiente de alta polarización social
”. Esta afirmación, sin ningún tipo de sustento empírico en el informe, es similar a las realizadas por algunos actores y medios de comunicación en el país. En efecto, el caso del asesinato del fotoperiodista Byron Baldeón fue objeto de una burda manipulación “con fines evidentemente políticos
” por parte de la organización Fundamedios y, como tal, fue denunciada por el director del periódico Extra, rotativo con el que Baldeón colaboraba (ver sección 3.1.). Asimismo, en un editorial publicado en la revista Vanguardia, se expresó el deseo de que la muerte de Baldeón sirva “para poner fin a una política que denosta el trabajo periodístico y que, gracias a ello, expone la vida e integridad de los trabajadores de la prensa y de sus familias
”. En ambos casos, se pone de manifiesto una clara intencionalidad política, por actores partidarios, al vincular la violencia que acabó con la vida del fotoperiodista con un “ambiente de alta polarización social”, y a éste con una “política que denosta el trabajo periodístico”, en alusión velada, pero clara, a responsables de la gestión pública del país.

Gráfico 1: Importancia de fuentes utilizadas en el informe Anual de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, año 2012, por número de referencias.
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Fuente: elaboración propia

Gráfico 2: distribución de las referencias utilizadas en el informe Anual de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, año 2012
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Fuente: elaboración propia

La constatación de estas coincidencias, cuando se producen en una situación en que la información no está debidamente sustentada en una evidencia robusta, y más bien parece posicionarse en el informe por causa de una especial relación de cercanía entre organizaciones privadas y la Relatoría, constituye un serio sesgo de índole metodológica. El rigor, ecuanimidad, transparencia y objetividad que la Relatoría debería aplicar en la elaboración de este informe son claves para “(d)emostrar el más alto grado de eficiencia, competencia e integridad, entendiéndose por ello, en particular, pero no exclusivamente, la probidad, la imparcialidad, la equidad, la honradez y la buena fe"
.

La enorme y documentada influencia de FUNDAMEDIOS en el informe, así como las referencias a otros actores de oposición política al Gobierno, como la ONG FARO o la asociación de empresarios que editan periódicos AEDEP, tiene el efecto de reflejar una perspectiva sobre la problemática en debate cargada de las visiones ideológicas y de los intereses concretos de los actores de oposición política al Gobierno, en tanto que los representantes del Estado ecuatoriano no han sido consultados, ni constan en el Informe de la Relatoría la gran cantidad de argumentos y datos que el Estado proporcionó a la CIDH sobre la situación de la Libertad de expresión y los avances impulsados por el Gobierno del Ecuador en relación a este derecho fundamental. 

Tampoco han sido consultados académicos ni expertos nacionales en derechos de la comunicación, ni trabajadores de los medios públicos y comunitarios, ni organizaciones populares y sociales de larga tradición y justificada credibilidad en Ecuador y América Latina como la Coordinadora de Radios Populares CORAPE, la Asociación Mundial de Radios Comunitarias AMARC, la Asociación Latinoamericana de Educación Radiofónica ALER, Centro Internacional de Estudios Superiores de Comunicación para América Latina CIESPAL, El Programa Internacional para el Desarrollo de la Comunicación de UNESCO, los ex miembros de la Comisión Auditora de Frecuencias, entre muchas otras fuentes legítimas y calificadas para proporcionar información a la Relatoría de Libertad de Expresión.

Es evidente que, si no se conocen cuáles son todas las fuentes que se utilizan en el informe, la necesaria contrastación y verificación de la información se ve gravemente menoscabada. También resulta evidente que, al no existir ninguna normativa, código de conducta, o conjunto ordenado de criterios, con carácter vinculante, es imposible poder afirmar que la necesaria contrastación de la información, a fin de evitar, en la medida de lo posible, inexactitudes, omisiones, o incluso la posibilidad de que el espacio del informe anual de la  Relatoría sirva de altavoz político y mediático para el posicionamiento de argumentos de parte, que beneficien a actores y agendas particulares, y menoscaben la eficiencia del sistema en su conjunto, afectando gravemente la imagen de los Gobiernos y de los Estados y su capacidad para promocionar de forma efectiva la libertad de expresión. En todos los casos mencionados, tanto los actores implicados, como los Estados, como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y hasta la propia Relatoría, se beneficiarían enormemente de la sujeción de éste organismo a un código de conducta, ajustado a estándares internacionales, que permitiera una mayor transparencia y una mayor rigurosidad metodológica.
2.4. Incumplimiento del objetivo principal del informe
Según el informe de la Relatoría para la Libertad de expresión, el propósito del capítulo II, en el que se analiza individualmente la situación de la libertad de expresión en los países del hemisferio, es “[…]entablar un diálogo constructivo con los Estados miembros de la OEA que visibilice los avances reportados, pero también los problemas y los desafíos afrontados durante el período
”.

Asimismo, el declarado objetivo principal del informe es “[…] colaborar con los Estados miembros de la OEA en la visibilización de los problemas que todos queremos resolver, así como en la formulación de propuestas y recomendaciones viables asentadas en la doctrina y la jurisprudencia regional
.
El criterio del Estado ecuatoriano es que el informe presentado por la Relatoría adolece del mínimo rigor metodológico como para que sus conclusiones puedan ser consideradas adecuadas para el objetivo que se plantea la Relatoría.

Por lo señalado en el epígrafe 1 de esta sección, la ausencia de un código de conducta, o un manual donde se establezcan de forma precisa y clara los procedimientos que deber regular tanto el acopio de información como la elaboración del informe, la incapacidad de la Relatoría de dotarse de dicho instrumento, y la abierta colusión de ciertos actores de parte para evitar un acuerdo entre los Estados miembro para dotar a la Relatoría de dicho instrumento, menoscaban gravemente la imparcialidad de la Relatoría, el rigor y la robustez de los resultados del informe y la independencia del organismo.

Por lo señalado en el epígrafe 2, la información y las conclusiones respecto del Ecuador se presentan de una forma sesgada, parcial, no homogénea con la estructura general del informe y con la intención de generar una sensación de excepcionalidad en el país, en lo relativo a la situación del derecho a la libertad de expresión. El propio informe no consigue demostrar que dicha imagen del país se corresponda con la realidad.

Por lo señalado en el epígrafe 3, la información se presenta de forma discrecional, dirigiendo la atención hacia asuntos que la Relatoría considera importantes, sin un procedimiento adecuado y transparente, una notable opacidad respecto de las fuentes de información utilizadas, y una sospechosa coincidencia con actores de parte en conclusiones que no están debidamente sustentadas por evidencias empíricas objetivas, robustas y conclusivas.

Por todo ello, es difícil concebir que un informe que adolece de falencias tan graves pueda constituirse en un instrumento válido para “entablar un diálogo constructivo con los Estados miembros de la OEA”, “colaborar con los Estados miembros de la OEA en la visibilización de los problemas” o difundir buenas prácticas que contribuyan a mejorar la situación del derecho a la libre expresión en la región. Así, el informe, según el criterio del Estado ecuatoriano, no cumple el objetivo principal fijado por la propia Relatoría.
Del mismo modo, el Estado ecuatoriano considera que la Relatoría será manifiestamente incapaz de “difundir sus buenas prácticas
”, no sólo por los vicios señalados en la sección 2.1., sino también, y como se intentará demostrar en la sección 3, porque los criterios que la Relatoría utiliza para seleccionar, procesar y presentar la información recopilada sobre el caso del Ecuador evidencian una intencionalidad que trasciende el mero cumplimento de sus responsabilidades, posicionando cuestiones de índole meramente política sin relación directa con el estado de la libertad de expresión en Ecuador.

3. Observaciones al contenido de los distintos epígrafes del informe, en la sección dedicada a Ecuador

3.1. Sobre los asesinatos

“176. La Relatoría Especial condena el asesinato del periodista gráfico Byron Baldeón, ocurrido el 1 de julio de 2012 en El Triunfo, localidad cercana a Guayaquil. De acuerdo con la información recibida, al llegar a su casa dos hombres armados a bordo de una motocicleta dispararon al periodista en repetidas ocasiones. En mayo pasado, Baldeón, en ejercicio de su profesión, habría tomado una serie de fotografías de la escena de un hurto. La investigación judicial de dicho delito habría conducido a la vinculación de varios policías. Posteriormente Baldeón había sido llamado a testificar sobre tales hechos. El fotógrafo era colaborador del periódico Extra, donde fueron publicadas las fotografías. En su momento, la Relatoría Especial llamó a las autoridades estatales a actuar de manera oportuna para establecer la autoría y las causas del crimen, juzgar y condenar a sus responsables y exigir de estos una adecuada reparación a los familiares de la víctima. La Relatoría Especial observa con satisfacción que el 3 de julio, el ministro del interior, José Serrano anunció que un equipo de la Policía Nacional había sido especialmente encargado de investigar el homicidio del fotoperiodista.”

Observaciones del Ecuador

El Estado Ecuatoriano manifiesta su preocupación por la forma en que esta información es presentada, ya que omite aspectos importantes para una adecuada comprensión del evento y de sus consecuencias.

El informe no recoge las manifestaciones del presidente Rafael Correa nada más conocer el suceso, en las que inmediata y públicamente deploró el hecho y se comprometió a esclarecer el asesinato. “No permitiremos que este crimen quede en la impunidad”, dijo el Mandatario y agregó que el caso se está investigando con “total seriedad”. 

Del mismo modo, omite que la organización Fundamedios, una de las fuentes más citadas en el informe y de donde la relatora obtiene la información sobre este caso, fue públicamente acusada por Henry Holguín, Editor General de Diario Extra, por manipular el asesinato del periodista con fines políticos.

El 3 de julio de 2012, el Sr. Holguín, envió una carta al Sr. Fernando Alvarado, Secretario Nacional de Comunicación del Ecuador, puntualizando y aclarando que Fundamedios habría difundido y manipulado una comunicación personal e informal que habrían tenido.  

Texto de la carta
3 de julio de 2012
Estimado señor Fernando Alvarado:
a)  Ayer en la mañana recibí una llamada de Fundamedios, de una funcionaria cuyo nombre desgraciadamente no recuerdo. La señora quería que le colaborara  con datos sobre el asesinato de un fotógrafo en El Triunfo, el cual había hecho algunos trabajos independientes para nosotros acompañando a la corresponsal de esa localidad, Mariela Ulloa.
b) Con la distinguida dama hablé dos veces en la mañana y en la segunda conversación me preguntó mi opinión personal sobre la situación de los periodistas en Ecuador, lo cual nos llevó a una  charla “personal” con ella, en la que emití conceptos “personales” sobre lo ocurrido y mi visión estrictamente “personal y privada” sobre la situación de la prensa en general.
En ningún  momento se me pidió una declaración, ni se me dijo que la conversación sería grabada o mucho menos utilizada política y periodísticamente por Fundamedios o por la señora con quien hablé.
c) Hoy me muestran la reproducción de la página del diario manabita, donde aparecen algunos extractos de esa conversación “personal” como declaraciones oficiales del editor general de EXTRA, lo cual es absolutamente falso.
d) Lamento que una entidad como Fundamedios caiga en las mismas trampas conceptuales de otros estamentos y utilice de manera inconsulta y grosera, con fines evidentemente políticos, mi imagen y mis palabras.
Tal como le comenté, no soy ni izquierdista ni derechista: soy periodista. Mis conceptos u opiniones personales no tienen nada que ver con la posición oficial que debo mantener y respetar en mi calidad de editor general del Diario EXTRA, el de mayor circulación del país, cuya política editorial absolutamente transparente y sin ningún tinte político es suficientemente conocida de todo el país. 
Y al considerar que mi imagen fue manipulada de forma política, autorizo a usted a  usar esta declaración en la forma en que la crea conveniente.
Del señor Alvarado, muy atentamente
Henry Holguín,
Editor General
Diario EXTRA

Fuente. http://www.andes.info.ec/es/actualidad/3808.html
El Estado ecuatoriano, y particularmente el Gobierno del presidente Rafael Correa, ha cumplido de manera permanente su compromiso con la garantía de los derechos fundamentales de la población en general, y particularmente con las medidas destinadas a evitar la impunidad en hechos de violencia, así como la aplicación del derecho, garantizando el acceso a la justicia, a la verdad y a la sanción y prevención del delito. 

3.2. Sobre las reformas al régimen legal aprobadas o en discusión

 “177. La Relatoría Especial observa con preocupación algunas de las disposiciones de la Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, Código de la Democracia, publicada el 6 de febrero de 2012, que podrían resultar en limitaciones desproporcionadas a la libertad de expresión durante los procesos electorales. La citada ley, en el último inciso de su artículo 21, consagraba que durante los 45 días de la campaña electoral
, “[l]os medios de comunicación social se abstendrán de hacer promoción directa o indirecta, ya sea a través de reportajes, especiales o cualquier otra forma de mensaje, que tienda a incidir a favor o en contra de determinado candidato, postulado, opciones, preferencias electorales o tesis política”
.
"178. Según la información recibida, el 17 de octubre, la Corte Constitucional resolvió los recursos de inconstitucionalidad presentados contra la ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas mencionada, y analizó la constitucionalidad de su artículo 21. Sobre la prohibición a los medios de comunicación de realizar promoción directa o indirecta a favor o en contra de un candidato, la Corte consideró que la medida no es contraria a la Constitución, pues persigue “que los medios de comunicación no tomen partido por ningún candidato, ni propuesta política” y permite que los candidatos ejerzan su derecho a darse a conocer “a través de la distribución equitativa de la publicidad que la realiza el Consejo Nacional Electoral”. Sin embargo, la Corte consideró que “la enunciación de las formas a través de las cuales puede darse la promoción directa o indirecta” pueden “generar interpretaciones que lesionen el derecho a la libertad de información” y en consecuencia, eliminó la frase “ya sea a través de reportajes, especiales o cualquier otra forma de mensaje” del inciso final del artículo
. De esta manera, la disposición actualmente vigente del inciso final del artículo 21 de la referida Ley, establece que durante la campaña
 “[l]os medios de comunicación social se abstendrán de hacer promoción directa o indirecta que tienda a incidir a favor o en contra de determinado candidato, postulado, opciones, preferencias electorales o tesis política”
.
Observaciones del Ecuador

La primera precisión que el Estado Ecuatoriano quiere realizar, es que el artículo finalmente reformado es el 203 de la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la Republica del Ecuador, también llamado Código de la Democracia, cuyo contenido íntegro y definitivo la Relatoría ha omitido en el texto principal del informe (aunque lo envía a una cita a pie de página). Con este modo de presentar la información, el sentido de la reforma resulta descontextualizado, dificultándose la comprensión del alcance completo de esta norma, la cual se transcribe totalmente a continuación, para que pueda ser valorada objetiva e integralmente:

“Art. 203.- Durante la campaña electoral se prohíbe la publicidad o propaganda de las instituciones del Estado, en todos los niveles de gobierno, salvo las excepciones que se detallan a continuación:

1. Que la difusión se refiera a información de programas o proyectos que estén ejecutándose o que por la oportunidad deban ejecutarse en dicho período.

2. Cuando se requiera en las obras públicas, informar a la ciudadanía sobre cierres o habilitación de vías u obras alternas; o lugares alternos;

3. En situaciones de emergencia, catástrofes naturales, cuando se requiera informar a la ciudadanía sobre medidas de seguridad, evacuación, cierre o habilitación de vías alternas.

4. Cuando se requiera informar temas de importancia nacional tales como: campañas de prevención, vacunación, salud pública, inicio o suspensión de períodos de clases, seguridad ciudadana, u otras de naturaleza similar.

Además, se prohíbe durante la campaña electoral la contratación y difusión de propaganda y publicidad por parte de sujetos de derecho privado referente al proceso electoral en prensa, radio, televisión, vallas publicitarias y cualquier otro medio de comunicación social.

Los medios de comunicación social se abstendrán de hacer promoción directa o indirecta que tienda a incidir a favor o en contra de determinado candidato, postulado, opciones, preferencias electorales o tesis política. El Consejo Nacional Electoral ordenará al medio de comunicación social la suspensión inmediata de la publicidad o propaganda que no cumpla con las excepciones previstas en el presente artículo, sin necesidad de notificación previa al anunciante, o, de ser el caso podrá disponer al anunciante la modificación de la publicidad o propaganda, sin perjuicio del juzgamiento de conformidad con esta Ley.”

De este modo se demuestra que  la Relatoría omite, además, explicar que la reforma al citado artículo fue motivada en la necesidad de evitar que determinados candidatos reciban, ya sea por pagos ilegales o por otros mecanismos irregulares, un trato preferencial en relación al acceso a los medios de comunicación durante la campaña electoral. 

Este trato preferencial, históricamente, se ha concretado en la realización, por parte de algunos medios de comunicación, de reportajes, entrevistas o perfiles políticos para favorecer la imagen de un candidato en particular, invisibilizar a sus competidores o construir una imagen negativa de ellos, lo cual resulta contrario a las reglas democráticas de la competencia electoral.

En ese sentido, Ecuador hace notar que la Relatoría no menciona que la sentencia de la Corte Constitucional No. 28-12-SIN-CC, del 17 de octubre del 2012, expresa que los medios de comunicación tienen que generar información veraz y oportuna respecto de los candidatos y sus propuestas en el proceso electoral; además, cumplir con los principios de participación equitativa e igualitaria entre todos los candidatos, pues los medios están obligados a generar información verificada y garantizar que la ciudadanía cuente con los criterios necesarios para tomar una decisión. 

La Relatoría tampoco menciona que la ampliación de la Corte Constitucional del 20 de diciembre de 2012, a la Sentencia No. 28-12-SIN-CC del 17 de octubre de 2012, manifiesta que promoción indirecta son las preferencias de determinados medios de comunicación por uno u otro candidato que afecten la formación de la opinión pública. El Consejo Nacional Electoral tendrá que garantizar y asegurar que se apliquen mecanismos técnicos de monitoreo para precautelar la igualdad de acceso a los medios de comunicación de los candidatos de elección popular; y, por otro lado, evitar que las preferencias de determinados medios de comunicación por uno o por otro candidato afecten la información de la opinión pública promoviendo o perjudicando la imagen o la tesis de los candidatos tergiversando dichos propósitos en la presentación de información parcializada.

La Relatoría tampoco menciona la Resolución 004 del 15 Enero de 2013 del Consejo Nacional Electoral, en la que resuelve: 

“Artículo 1.- Requerir a todos los medios de comunicación social públicos, privados y comunitarios del país acreditados o no ante el Consejo Nacional Electoral que, en cumplimiento de la Constitución de la República, Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, Código de la Democracia, Sentencia N° 28-12-SIN-CC de la Corte Constitucional y su respectivo Auto aclaratorio-ampliatorio del 20 de diciembre del 2012, así como de las normas reglamentarias expedidas por el Consejo Nacional Electoral que atiendan a la regulación de campaña, propaganda y promoción electoral; adopten las acciones y medidas necesarias para garantizar el derecho de igualdad y principio de equidad para todos los sujetos políticos que intervienen en el proceso electoral, en cuanto a los espacios comunicacionales que se asignen a cada uno de ellos.”

La falta de incorporación de todos estos elementos en el informe disminuye las posibilidades de que los ciudadanos y los miembros de la comunidad internacional puedan hacer una adecuada valoración de la preocupación que dice tener la Relatoría.

Lo que cabe preguntarse una vez que todos estos elementos se han puesto en conocimiento es: ¿realmente la Relatoría tenía razones para expresar su preocupación por lo que considera pueden resultar “limitaciones desproporcionadas a la libertad de expresión durante los procesos electorales”?

Desde la perspectiva del Estado ecuatoriano, esta forma parcializada, descontextualizada, alarmista y poco rigurosa con la que la Relatoría documentó este supuesto problema y la forma en cómo expresa su preocupación al respecto, atentan de manera injusta e ilegítima contra la imagen del Gobierno del Ecuador y siembran dudas infundadas sobre la calidad democrática de las reglas electorales.
“179. Por otra parte, esta Relatoría Especial ha sido informada sobre el proyecto de Ley Orgánica de Comunicación, que persigue la creación de un órgano administrativo con competencia para regular los contenidos de todos los medios de comunicación -incluyendo la prensa escrita-; establecer los límites de este derecho; las causales de responsabilidad y las sanciones aplicables; y servir de autoridad de aplicación de dichas normas. Estas facultades incluirían la competencia para ordenar “rectificaciones” en cualquier medio, de cualquier formato, sin previo control judicial. Al respecto la Relatoría Especial, en cumplimiento de su labor de asesorar a los Estados en el tema, ha dado seguimiento al proyecto de ley que está conociendo la Asamblea Nacional, y ha comunicado su opinión al Presidente de dicho organismo"
.

Observaciones del Ecuador
El Estado Ecuatoriano desea aclarar varios de los errores que el informe de la Relatoría Especial comete respecto al Proyecto de Ley Orgánica de Ley de Comunicación.

Primeramente, el documento sobre el cual expresó su opinión la Relatoría, según la cita, es el Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación presentado por la asambleísta de oposición Lourdes Tibán, el 15 de septiembre de 2009.

Este Proyecto es uno de los tres proyectos presentados inicialmente que fueron calificados por el Consejo de Administración Legislativa, CAL, el 16 de septiembre de 2009, y que sirvieron de insumo para que la Comisión Ocasional de Comunicación elabore el texto que se llevará a debate en el Pleno de la Asamblea Nacional.

A partir de esa fecha se han producido varios documentos oficiales en el marco del trámite legislativo a los que la Relatoría ha omitido referirse, que son: el informe para el Primer Debate, el informe para el Segundo Debate y un informe Complementario -motivado en la consulta popular del 7 de mayo de 2011-  todos ellos elaborados por la Comisión Ocasional de Comunicación.

Cabe señalar, además, que la opinión de la Relatoría dirigida a la Asamblea Nacional sobre el Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación, presentada el 8 de diciembre de 2009, hace 28 meses, se formuló en relación al texto presentado por la Comisión Ocasional al Pleno de la Asamblea para que sea conocido en primer debate, pero lastimosamente no es ese el texto que se coloca en la cita a pie de página del informe de la Relatoría del 2012.

Del mismo modo, es importante señalar, que en uno de los párrafos iniciales de la opinión expresada por la Relatora en el 2009, se destacaba que:

[image: image3.emf]
La Relatoría también omite señalar que el Arq. Fernando Cordero, Presidente de la Asamblea Nacional, lideró un amplio proceso difusión del Proyecto de Ley de Comunicación durante los meses de febrero y marzo de 2012, con el objeto de que la ciudadanía conozca de primera mano el texto que se debatiría en el Pleno de la Asamblea e incluir las observaciones que fueran del caso. 

El mencionado proceso de difusión incluyó una serie de foros públicos en varios centros académicos y medios de comunicación, así como una publicación del texto integro del Proyecto en uno de los periódicos de mayor circulación nacional.

La Relatoría tampoco ha señalado que, en el marco de este proceso de difusión y recepción de observaciones, el señor Presidente de la Asamblea Nacional realizó un llamado público y abierto a todas las organizaciones nacionales e internacionales de derechos humanos para que formularan sus observaciones y aportes al Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación, y que luego de este proceso de difusión y consulta, se produjo la versión definitiva y oficial del articulado del Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación, el cual fue sometido a conocimiento del Pleno de la Asamblea el 11 de abril de 2012.

En resumen, las preocupaciones de la Relatoría que constan en su informe de 2012 sobre este Proyecto fueron producidas en base a una versión presentada por una asambleísta de oposición en septiembre de 2009, que es solo un insumo para que la Comisión Ocasional de Comunicación elabore el texto que se debatirá en el Legislativo, versión que es muy anterior y totalmente diferente al documento final del Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación conocido por el Pleno de la Asamblea en abril de 2012, y sobre el que la Relatoría no ha realizado ninguna observación.

Es notable que las críticas vertidas por la Relatoría coincidan, casi punto por punto, con los postulados de ciertos actores –medios de comunicación, oposición política, etc.- que, debido a la afectación a sus intereses particulares que representaría la eventual aprobación de esta ley, son firmes detractores de la misma. En ese sentido, el Ecuador se reafirma en su voluntad de privilegiar el derecho a la comunicación y a la información de la ciudadanía en general, además de la protección y promoción de la libertad de expresión y la libertad de prensa, frente a la libertad de empresa, cuya defensa irrestricta es planteada por ciertos actores sociales, políticos y económicos, en abierto conflicto con los anteriores.

Cabe, además, recordar, que la promulgación de una Ley de Comunicación es un mandato constitucional, según se estipula en la disposición transitoria 1.4., ratificada además de forma mayoritaria por el pueblo ecuatoriano en la consulta popular de abril de 2011.

Por todo lo expuesto, el Estado Ecuatoriano considera que la Relatoría ha actuado sin rigor en la recopilación de la información sobre este importante tema, y ha difundido información inexacta que afecta injustificadamente la imagen del Gobierno del Ecuador.

"180.  Asimismo, la información recibida por la Relatoría Especial indica que en la actualidad están en discusión, en la Asamblea Nacional, otras propuestas legislativas que complementarían el marco jurídico antes indicado. En octubre de 2011, el Gobierno presentó un proyecto de Ley Orgánica de Telecomunicaciones y de Servicios Postales. Dicho proyecto consagra, entre otras cosas, la facultad del gobierno para declarar como de utilidad pública, con fines expropiatorios, “bienes afectos a concesiones, bienes que sean necesarios para la instalación y operación de redes y servicios públicos de telecomunicaciones, garantizar el acceso y Servicio Universal y la prestación de servicios de manera uniforme en zonas rurales o urbano marginales.” Las expropiaciones se tramitarían “de conformidad con las normas que resulten aplicables”. Asimismo, se crea dentro del poder ejecutivo, la Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones y se le asignan competencias sancionatorias especiales. Entre dichas competencias figura la posibilidad de decretar la revocatoria de la concesión a los medios de comunicación, por la comisión de faltas gravísimas. La sanción de revocatoria conlleva la “terminación del contrato respectivo y la reversión de todos los activos tangibles e intangibles afectos a la concesión”. Adicionalmente, la referida Agencia tendría la potestad de escoger una firma avaluadora para que fije el valor de dichos bienes, en caso de que el medio y la Agencia no lleguen a un acuerdo sobre la firma responsable. No obstante, el acto de avalúo de los bienes objeto de reversión no sería susceptible de ningún tipo de control administrativo o judicial."
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La iniciativa mencionada en este párrafo está orientada a garantizar el acceso al derecho a la comunicación de las poblaciones, que por su situación puedan encontrarse en desventaja para acceder al mismo como pueden ser las poblaciones rurales o urbano marginales, en consonancia con los objetivos de desarrollo del Gobierno del Ecuador. Es necesario recordar que, según está estipulado en el artículo 313 de la Constitución del Ecuador, el sector de las telecomunicaciones es un sector estratégico, en virtud de lo cual, “(e)l Estado se reserva el derecho de administrar, regular, controlar y gestionar los sectores estratégicos, de conformidad con los principios de sostenibilidad ambiental, precaución, prevención y eficiencia.”

Es preciso recordar, además, que el artículo 323 de la Constitución establece que “(c)on el objeto de ejecutar planes de desarrollo social, manejo sustentable del ambiente y de bienestar colectivo, las instituciones del Estado, por razones de utilidad pública o interés social y nacional, podrán declarar la expropiación de bienes, previa justa valoración, indemnización y pago de conformidad con la ley. Se prohíbe toda forma de confiscación.”

“181. En el mismo mes de octubre de 2011, el Gobierno habría presentado a la Asamblea legislativa el Proyecto de Ley de Código Orgánico Integral Penal. Según lo informado, este proyecto propone derogar las normas conocidas como “desacato”, lo cual representa un importante avance
. No obstante, la normativa mantiene delitos como las injurias contra funcionarios públicos
 y extiende su aplicación a injurias cometidas en privado
 o en el exterior
. La propuesta, que unifica en un solo texto los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, Ejecución de Penas y Rehabilitación Social, establece penas privativas de libertad de hasta 3 años para quienes dirijan imputaciones que constituyan injurias calumniosas o no calumniosas a la autoridad
, prohíbe la defensa de exceptio veritatis a los acusados de injuria no calumniosa
, impone responsabilidad penal a autores o reproductores de artículos “injuriosos” que sean publicados en el Ecuador, así como a quienes sean responsables de publicar o reproducir este tipo de informaciones en el exterior
, entre otras disposiciones”.
Observaciones del Ecuador

En relación al Código Orgánico Integral Penal, la Relatora nuevamente omite mencionar que el Proyecto presentado por el Ejecutivo es uno de los 43 proyectos presentados para reformar la legislación penal, los cuales fueron fusionados en la Comisión de Justicia y Estructura del Estado de la Asamblea Nacional. Asimismo, la Relatoría omite señalar que todos esos proyectos constituyen solamente insumos para elaborar el texto que se someterá a debate, primero en dicha Comisión y luego en el Pleno de la Asamblea.

En ese contexto, el último documento oficial que se ha producido en el tratamiento legislativo del Código Orgánico Penal Integral hasta la presente fecha es el informe para Primer Debate, remitido al Presidente de la Asamblea el 12 de junio de 2012, en cuyo texto efectivamente no se incluyen la normas llamadas imprecisamente de “desacato” por la Relatoría, pero tampoco se incluyen delitos de injurias contra los funcionarios públicos y menos aún constan tipos penales que extiendan  su aplicación a injurias cometidas en privado o en el exterior. 

Por otra parte, cabe señalar que si la Relatoría hubiese revisado el informe para Primer Debate, podría comprobar que los aproximadamente 15 artículos que tiene el Código Penal vigente sobre el tema de injurias fueron sustituidos en el informe para Primer Debate de la Comisión de Justicia y Estructura del Estado por un solo artículo que señala: “Artículo 168.-  La persona que realice falsa imputación de un delito en contra de otra, será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a dos años”. Lo cual vale tanto para periodistas, como para autoridades y para cualquier otro ciudadano.

La Relatoría expresa, pues, sus preocupaciones sobre un insumo legislativo que no tiene vigencia y omite referirse al documento oficial que expresa el estado actual del debate legislativo.

3.3. Sobre las responsabilidades ulteriores

“184. La Relatoría  Especial observa con preocupación el incremento que en los últimos años ha tenido el uso de normas penales que tipifican conductas como el desacato o la injuria calumniosa contra funcionario público, así como de normas civiles que podrían conducir a la imposición de sanciones desproporcionadas a personas que han formulado públicamente expresiones críticas contra altos funcionarios públicos del Ecuador. En 2011, la Relatoría tuvo conocimiento de condenas por injurias calumniosas contra siete personas que habrían criticado a funcionarios públicos, además de otros procesos penales relacionados con el ejercicio de la libertad” de expresión. Adicionalmente, la Relatoría Especial ha expresado su preocupación por la existencia de normas de desacato que en el 2011 habilitaron a las autoridades para detener y procesar judicialmente a ciudadanos que se expresaban contra el presidente Rafael Correa durante sus apariciones públicas.”
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En Ecuador, según la norma constitucional, se reconoce plenamente el derecho a la comunicación. Lo que es necesario destacar, y que no considera la Relatoría, es que el derecho a la comunicación y a la información está vinculado con el proceso de construcción de la ciudadanía, de la participación democrática y por ende no constituye un derecho sin limitaciones. 

Las Constitución del Ecuador, en su artículo 18, numeral 1 establece que “todas las personas, en forma individual o colectiva, tienen derecho a buscar, recibir, intercambiar, producir y difundir información veraz, verificada, oportuna, contextualizada, plural, sin censura previa acerca de los hechos, acontecimientos y procesos de interés general, y con responsabilidad ulterior.”

El derecho a la comunicación, tanto en su dimensión individual - el derecho a la libertad de expresión y de prensa - como en su dimensión social (por ejemplo, los derechos y libertades vinculados con los derechos de comunicación que a su vez se relacionan con los procesos de construcción de ciudadanía, deliberación política y participación democrática) en ningún caso se constituye como un derecho sin limitaciones.

En este sentido, cabe destacar que en el Ecuador no existe el delito de opinión y que el país se ha comprometido, en el marco del Examen Periódico Universal de 2012, a revisar la legislación relativa al delito del desacato. No obstante, ese compromiso no significa de manera alguna que se considere a la libertad de expresión como un derecho carente de responsabilidades.

Asimismo, el informe de la Relatoría Especial, pretende evidenciar un ataque sistemático en contra de los medios de comunicación y algunas ONG por parte del Presidente de la República del Ecuador. Sin embargo, un análisis detallado de  los casos citados permite evidenciar que esas personas han sido denunciadas debido a que han cometido actos tipificados en el Código Penal ecuatoriano, de carácter puramente vejatorio y totalmente innecesarios para la formación de opinión pública, o han realizado imputaciones de actos delictivos contra las personas aludidas, sin la debida diligencia de verificación y constatación de los hechos imputados.

Es importante que la Relatoría Especial considere las diferencias existentes entre declaraciones de hechos y el concepto de opinión, pues no toda expresión pública realizada por comunicadores o funcionarios públicos constituye una opinión o una crítica que contribuya a la formación del debate público o que aporte a la discusión de asuntos de interés general.

“186. El 6 de febrero, el Juzgado Quinto de lo Civil de la dirección Provincial de Pichincha habría condenado a los periodistas Juan Carlos Calderón Vivanco y Christian Gustavo Zurita Ron al pago de US $2 millones por daño moral (US $1 millón a cada uno). De acuerdo con la información recibida, el caso se originó en la publicación del libro “El Gran Hermano” en el cual los periodistas se habrían referido al conocimiento que presuntamente tendría el presidente Rafael Correa de unos contratos adjudicados por el Estado a empresas vinculadas con su hermano, Fabricio Correa. El 28 de febrero de 2011, el presidente Correa había demandado a los periodistas, por considerar que el libro contenía “hechos falsos” que menoscabarían su buen nombre.”
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El Estado ecuatoriano recuerda a la Relatora que el Artículo 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce claramente el Derecho de todas las personas a la protección de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 

El Presidente de la República tiene exactamente el mismo derecho que cualquier otro ciudadano o ciudadana a recurrir a la justicia ordinaria si considera que su reputación ha sido afectada por afirmaciones inexactas, faltas de veracidad, o dolosamente atentatorias contra su buen nombre.

La Relatoría recurre, en esta ocasión, a un argumento ciertamente complicado, que es el asumir que las personas que vierten información en la opinión pública, no están obligados a rendir cuentas. Precisamente, en un acto que refuerza la institucionalidad del Estado y que es respetuosa con los procedimientos judiciales vigentes, el Presidente del Gobierno decide recurrir a la justicia ordinaria para ventilar el caso. La Relatoría no está señalando ningún hecho manifiestamente irregular, aunque no cabe duda de que la presentación del hecho, bajo el acápite “Responsabilidades ulteriores”, contribuye a generar la impresión de que el Presidente afecta el ejercicio del derecho a la libertad de expresión limitándolo, cuando no es el caso.

“189. El 17 de mayo, el Juzgado Quinto de Garantías Penales de Pichincha ordenó medidas cautelares de prohibición de salir del país y de presentación cada 15 días ante el Juzgado, en contra de cuatro de los integrantes de una veeduría creada por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social (CPCCS), en el marco de un proceso penal por la comisión de un presunto delito contra la fe pública. La veeduría habría sido creada a solicitud del presidente Rafael Correa para “vigilar la transparencia de los procesos de terminación de los contractos celebrados entre el Estado ecuatoriano con el Ing. Fabricio Correa Delgado”, su hermano. La veeduría, inicialmente integrada por 5 principales y 5 suplentes, inició labores el 4 de julio de 2009, y el 3 de febrero de 2011 habría presentado el informe final ante el Contralor General de la República. En dicho informe, algunos de los veedores habría concluido que el Presidente tenía conocimiento de algunos de los contratos que su hermano tenía con el Estado. El presidente Correa calificó como “falso” el informe y el 31 de marzo de 2011 presentó una denuncia ante la Fiscalía por el delito de falso testimonio en contra de 4 de los integrantes de la veeduría: Pablo Chambers, Gerardo Portillo, José Quishpe y Víctor Hidalgo. El 15 de mayo de 2012, la Secretaría de Comunicación emitió una “cadena” en el canal Teleamazonas para refutar las afirmaciones de Chambers y cuestionar su reputación. Los cuatro veedores habrían buscado asilo político en distintas embajadas. El 13 11 de septiembre, el mismo Juzgado Quinto de Garantías Penales de Phichincha dictó auto de llamamiento a juicio contra los cuatro veedores mencionados, por su presunta responsabilidad en la comisión de los delitos tipificados en los artículos 354 y 355 del Código Penal (falso testimonio y perjurio).”
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El Estado ecuatoriano ha reiterado en distintas instancias que observa con gran preocupación el hecho de que la Relatoría se pronuncie sobre procesos que están en manos de la justicia ecuatoriana, y que nada tienen que ver con el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Estos pronunciamientos repetitivos atentan contra la soberanía del Estado ecuatoriano, y pueden incluso convertirse en interferencias para la correcta administración de la justicia. Por tanto, el Estado Ecuatoriano no se pronunciará sobre el caso en mención, al mismo tiempo que rechaza rotundamente estas afirmaciones de la Relatoría Especial. 

“194. Esta Relatoría fue informada de que el 14 de noviembre, el Diario La Hora habría cumplido la orden del Juzgado vigésimo primero de lo Civil de Pichincha, de rectificar una información publicada en dicho diario relacionada con el gasto oficial en publicidad. El pasado 10 de octubre, La Hora habría publicado una nota de prensa con el titular “71 millones en propaganda”, con base en información del centro de monitoreo de la Corporación Participación Ciudadana. No obstante, según las fuentes oficiales, el gasto en publicidad oficial no excedería de los 13 millones. El juzgado, tras encontrar mérito a la acción de protección interpuesta por el Subsecretario Nacional de la Administración Pública, ordenó al medio expresar “disculpas públicas al Estado ecuatoriano por haber publicado información que, al ser contrastada en la etapa probatoria [...] ha resultado inexacta”. Adicionalmente, el Juez ordenó incluir “la información contenida en el oficio N° PR-SSADP-2012-001513-0, de 11 de octubre del 2012, en lo pertinente al gasto del Gobierno en relación al asunto litigioso, de modo que la publicación no genere a sus lectores la impresión de tratarse de una “réplica” del gobierno (sic) a las publicaciones materia del presente juicio, sino de una “rectificación judicial” de carácter constitucional.”
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El Estado Ecuatoriano manifiesta su preocupación por las observaciones que pretende hacer la Relatora a un hecho que se encuadra perfectamente en el principal instrumento de derechos humanos del Sistema Interamericano, la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En su artículo 14, la citada convención estipula que:

1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio a través de medios de difusión legalmente reglamentados y que se dirijan al público en general, tiene derecho a efectuar por el mismo órgano de difusión su rectificación o respuesta en las condiciones que establezca la ley.

2. En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras responsabilidades legales en que se hubiese incurrido.

3. Para la efectiva protección de la honra y reputación, toda publicación o empresa periodística, cinematográfica, de radio o televisión, tendrá una persona responsable que no esté protegida por inmunidades ni disponga de fuero especial.

En este sentido, es aún más alarmante la alusión en los párrafos 196 y 197, a la Declaración de Principios de la CIDH, elaborados por la propia Relatoría Especial para la Libertad de Expresión y aprobados por la CIDH, en lugar de hacer referencia a la normativa principal del Sistema Interamericano, y con la que Ecuador se ha comprometido a través de su firma y ratificación.

Ecuador reitera su pleno compromiso con la protección de los Derechos Humanos, tal y como se refleja en la Constitución de la República, artículo 66, donde ha quedado expresado que "toda persona agraviada por informaciones sin pruebas o inexactas, emitidas por medios de comunicación social, tiene derecho a la correspondiente rectificación, réplica o respuesta, en forma inmediata, obligatoria y gratuita, en el mismo espacio u horario".

3.4. Sobre las declaraciones estigmatizantes
"198. La Relatoría Especial ha sido informada acerca de diversas declaraciones en contra de periodistas, medios de comunicación y organizaciones de defensa de los derechos humanos por parte de las autoridades del Gobierno Ecuatoriano. Los sábados durante el “Enlace Ciudadano”, que según definición oficial es un “espacio semanal de comunicación e información presidencial, que tiene como objetivo rendir cuentas a los mandantes de las labores gubernamentales y los temas coyunturales de relevancia social”, existe una sección en la que el Presidente de la República aborda temas relacionados con la libertad de expresión en el Ecuador. En dicho espacio, de forma reiterada, el Presidente se ha referido a los periodistas, y a los medios de comunicación con epítetos tales como: “prensa corrupta”, “sicarios de tinta”, “prensa corrupta ni para madurar aguacates”, “medios mercantilistas”, “prensa mercantilista”, “mentirositos”, “sinvergüenzas”, “caretucos”, “falta de ética”, “amoralidad”, “peor prensa del mundo”, entre otras."
"201. De acuerdo con la información recibida, en el enlace ciudadano 271, del 12 de mayo de 2012, el presidente Correa habría descalificado el Informe sobre Derechos Humanos Ecuador 2011, de la Universidad Andina Simón Bolívar al llamarlo “un fraude académico”. La crítica del Presidente Correa se concentró en un apartado del balance de la situación de derechos humanos donde se indicaría que en 2011 habrían sido registrados 204 casos de enjuiciamiento por sabotaje y terrorismo contra personas que habrían participado en protestas sociales. Al respecto, el Presidente manifestó: “qué vergüenza para la Universidad Andina que auspicia esta clase de investigaciones [...] si estamos mintiendo [...] yo le doy la palabra aquí [al rector de la Universidad Andina] que nos diga los 204 juicios por sabotaje y terrorismo en el 2011 [...] esto es un fraude académico es una gran vergüenza [...] la fuente de la gran investigación de la Universidad Andina para decir que hay 204 enjuiciados por sabotaje y terrorismo, un boletín de prensa de la Conaie, que vergüenza”. Críticas en el mismo sentido habrían sido reiteradas por el mismo Presidente Correa, en el enlace ciudadano 272, del 19 de mayo, en los siguientes términos: “Esto es una vergüenza, [...] esto es una compilación de pasquines sin ninguna rigurosidad académica, mentiras abiertas para tratar de hacer daño al gobierno, de parte de opositores [...] esto es un fraude académico que no han podido explicar”. Sobre la cuestión, la coordinadora del Informe aclaró que – tal y como se indica en el respectivo informe- la cifra mencionada por el Presidente no correspondía al número de casos de enjuiciamiento, sino el número de personas sometidas a procesos. Asimismo, el Rector de la Universidad indicó que la falta de información pública disponible fue un obstáculo para la realización del Informe. Según datos presentados en el Informe, el 21% de las entidades estatales consultadas no contestaron las solicitudes de información, mientras que el 64% de las instituciones consultadas presentaron información parcial en respuesta a las solicitudes hechas por la Universidad."
"207. De acuerdo con información recibida, el 28 de junio, la Secretaría Nacional de Comunicación (SECOM) habría descalificado a la Unión Nacional de Periodistas (UNP), tachándola de “actor político de oposición”, tras un comunicado de esta organización en el que habría expresado su preocupación por el deterioro creciente de las relaciones entre el Gobierno y los medios de comunicación privados. Según los términos de un comunicado de la Secretaría Nacional de Comunicación, la Unión Nacional de Periodistas “ha dejado de representar a los auténticos comunicadores sociales. Su directiva no busca defender los intereses del verdadero periodismo y la libertad de expresión; ha abandonado a los obreros de la palabra. Hoy la UNP es un actor político de oposición que trabaja bajo las directrices de los propietarios de medios mercantilistas con claros fines corporativos”."
"209. Posteriormente, la Relatoría Especial recibió información relacionada con cuestionamientos oficiales a la organización Fundamedios durante el mes de abril de 2012. Según lo informado, en el enlace ciudadano 268, del 21 de abril, el Presidente señaló a la organización de tener contactos con la embajada estadounidense en Quito. Estas alegaciones fueron reiteradas en el enlace ciudadano 269, del 28 de abril. A su vez, en el enlace ciudadano 276, del 16 de junio, se presentó un video en el que se aludió a Fundamedios, como una “fundación considerada como informante de la embajada americana según los cables de wikileaks”. Con posterioridad, en el enlace del 23 junio, el alto mandatario se habría referido a Fundamedios y a otras ONG como “informantes de las embajadas”, y las habría señalado de recibir contribuciones millonarias de USAID para fortalecer la oposición política; en este mismo enlace, el Presidente Correa también se refirió a la intervención de César Ricaurte ante la CIDH, en donde éste habría dicho que en Ecuador no “había libertad de asociación” porque el gobierno habría planteado la necesidad de exigir rendición de cuentas a las ONG."
"211. La Relatoría Especial fue informada de que el 4 de mayo, la Cancillería de Ecuador habría emitido el comunicado número 23, “sobre las declaraciones del Presidente de los Estados Unidos de América, con motivo del día universal de la libertad de prensa”. En dicho comunicado, la Cancillería “rechaza la infundada acusación del Presidente Obama referida a [las amenazas y hostigamientos contra César Ricaurte] sobre [las cuales] ha sido evidentemente mal informado”. Asimismo, la Cancillería se refiere a Fundamedios como una “conocida informante de la Embajada norteamericana” y como una organización que hace “parte de una campaña de descrédito contra el Estado y sus instituciones”."
"213. Según información recibida, el 6 de diciembre, la Unión Nacional de Periodistas (UNP) expresó su preocupación por la delicada situación de la libertad de expresión en el país. En un boletín de prensa, el Directorio de la UNP denunció la continuación de “una agresiva política y una orquestada campaña para sacar de sus trabajos a los periodistas que no callan ante denuncias contra el poder”. En dicho boletín, la UNP recordó además, la “reiterada violencia verbal” orientada a “denigrar la profesión de periodistas”, y rechazó “las presiones contra los comunicadores sociales que incomodan a las distintas esferas de poder”, presiones que, a su entender, habrían llevado al retiro de varios periodistas de sus espacios informativos."
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Ecuador es un país comprometido con el derecho a la libertad de expresión, el mismo que está recogido en el artículo 66, acápite 6 de la Constitución del Ecuador.

Como se ha indicado más arriba, al Presidente de la República le asisten los mismos derechos que al resto de ciudadanos y ciudadanas. Lo que la Relatoría percibe como declaraciones que denigran a los profesionales del periodismo son la expresión del ejercicio de la libertad de expresión que el Presidente, y otros funcionarios públicos, como cualquier otro ciudadano, ejercen.

Igual que al Presidente le asiste el derecho a expresarse con libertad, al resto de los ciudadanos y ciudadanos, independientemente del la profesión que ejerzan, les asisten los derechos de réplica, tal y como estipula la Convención Americana de Derechos Humanos, en su artículo 14, así como el derecho a rectificación por afirmaciones vertidas a través de los medios de comunicación social, tal y como estipula el artículo 66, acápite 7, de la Constitución de la República.

Adicionalmente, no existe persona alguna, empresa u organización a la que se le haya impedido acudir a los tribunales ordinarios de justicia para plantear sus reclamos. Y, en caso de que estos sean acogidos por el tribunal, se ejerzan las medidas correspondientes contra la persona que incurra en falta o delito, incluso si ésta es el Presidente de la República.

Desde este espacio, animamos a la Relatora a que transmita, por los canales que considere más oportunos, el mensaje de que los profesionales del periodismo, en la igualdad de condiciones y acceso a la Justicia que les garantizan la Constitución y las leyes del Ecuador, utilice los servicios del Estado para defender, si lo ha visto afectado, su reputación, su honor o su dignidad. Esta afirmación es idénticamente válida para empressas privadas, organizaciones sin ánimio de lucro, fundaciones, instituciones educativa, o cualesquiera otra organización. Lastimosamente, si no existe una prueba de que una persona, o una empresa, se han visto afectadas por las afirmaciones vertidas por el Presidente, –y la prueba más fehaciente de ello es que exista un reclamo formal en ese sentido​, y no protestas, declaraciones públicas o interpretaciones–, no pueden considerarse como legítimas las afirmaciones que hace la Relatoría respecto de las supuestas declaraciones estigmatizantes por parte del Presidente de la República.

3.5. Sobre las agresiones y amenazas contra medios y periodistas
“216. La Relatoría Especial observa con preocupación el aumento en los hostigamientos contra periodistas y comunicadores sociales, que tendrían lugar en un ambiente de alta polarización social.”

“218.
El 7 de marzo, presuntos familiares de una persona detenida en un operativo antidrogas habrían lanzado piedras al camarógrafo de la estación televisiva Canela TV, Geovanny Vinueza, que cubría la acción policial en el sur de Quito. De acuerdo con lo informado, Vinueza habría sido agredido hasta que oficiales de la Policía le habrían prestado auxilio . El 12 de marzo el periodista y propietario del semanario La Noticia, Javier Granados, habría sido agredido físicamente por un deportista, al parecer como consecuencia de la publicación de una nota en una columna satírica del mismo semanario. Adicionalmente, el 19 de marzo en el parque central de Ambato, al periodista Máximo Barba, del canal Ecuador TV, le habrían impedido cubrir la Marcha Plurinacional Indígena que se dirigía hacia Quito. Un individuo le habría indicado que los medios oficialistas tendrían restringida la cobertura de la marcha, y poco después, varios manifestantes habrían agredido al periodista y a su camarógrafo . Asimismo, de acuerdo con información recibida, el 28 de marzo, el director del diario El Telégrafo, Orlando Pérez, habría denunciado amenazas de muerte en su contra después de publicar una columna de opinión en la que cuestionaba a una asambleísta de la oposición.” 

“219. El 19 de junio, periodistas de varios medios de comunicación habrían sido agredidos verbalmente durante una rueda de prensa organizada por el alcalde de Cuenca. Según la información recibida, los periodistas habrían sido recibidos con expresiones verbales tales como ‘perro del prefecto’, ‘prensa corrupta’, ‘afuera la prensa vendida’. Los comunicadores sociales de Radio Católica, Splendid, Visión, Ondas Azuayas, Cómplice, y los canales Unsión TV y Austral TV, optaron por retirarse de la sala. Según información recibida, el 25 de julio, el bloguero Pablo Villegas, habría recibido un mensaje intimidante en su blog “Con voz y sin voto”, con amenazas de muerte contra su hijo. El bloguero habría recibido protección del Ministerio del Interior. Adicionalmente, el 26 de Junio, la comunicadora de la Gobernación del Carchi, Yadira Romo, habría denunciado haber recibido amenazas de muerte contra ella y su familia, después de tomar fotografías de un altercado entre dos periodistas que entrevistaban al prefecto de la provincia. La comunicadora habría recibido protección de las autoridades.”

“220. Según la información recibida, el 16 de agosto, Orlando Gómez, editor de La Hora y corresponsal de la revista colombiana Semana habría sido hostigado y amenazado. Según lo informado, al salir de su oficina, personas desconocidas habrían roto el vidrio del auto de Gómez con una varilla. En la madrugada, Gómez habría recibido una llamada telefónica en la que le habrían dicho “no sigas haciendo quedar mal al país”. Días antes, Semana habría publicado un artículo sobre la libertad de expresión en Ecuador.”
“221. De acuerdo con información recibida, el 4 de septiembre, el periodista de El Universo en Babahoyo, Antonio Medrano, habría recibido amenazas de muerte a través de llamadas telefónicas A su vez, el 23 de septiembre, el periodista Alejandro Escudero del semanario Independiente de la ciudad de Nueva Loja habría sido amenazado por dos individuos desconocidos quienes entraron en su oficina, uno de los cuales habría mostrado una pistola. Adicionalmente, el 25 de septiembre, el periodista y director del programa “Democracia” de la emisora EXA FM, Gonzalo Rosero habría afirmado públicamente haber sido víctima de ataques y amenazas “sistemáticos” durante todo el año, los cuales se habrían intensificado durante el mes de septiembre.”
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El Estado Ecuatoriano rechaza frontalmente las opiniones vertidas por la Relatora, que afirma haber “constatado” un aumento en los hostigamientos contra periodistas y comunicadores sociales y un "ambiente de alta polarización social", sin aportar prueba alguna, tal y como se discutirá en detalle en el apartado 4.2. del presente documento.

Del mismo modo, Ecuador quiere señalar que en todos los casos a los que hace referencia la Relatora en este acápite del informe, no se establece de manera clara (como sí se hace en el análisis sobre otros países del mismo informe), cuáles de los hechos han sido originados por actores particulares, cuyos intereses se han visto amenazados por la información difundida en los diferentes medios de comunicación.

De este modo, al introducir la temática, el informe induce a pensar que en Ecuador existiría una amenaza sistemática en contra de los comunicadores y periodistas, cuando lo que en realidad ha sucedido son situaciones aisladas en las que personas particulares que han sido objeto de investigación periodística- proveniente ya sea de medios privados como públicos- han incurrido en dichas represalias y hostigamientos por ver amenazados sus intereses (ilícitos en la mayoría de los casos).

Es de especial importancia señalar al respecto que la Relatoría no aclara que los casos presentados en los párrafos 218, sobre Ecuador TV y Diario El Telégrafo, hacen referencia a agresiones sufridas por periodistas de medios públicos.

El Estado Ecuatoriano presentó información de las alertas que son situaciones que se presentan en el ejercicio de la profesión del periodismo como amenazas de personas o empresas que nada tienen que ver con el Estado.

Consideramos, sin embargo, que todo hecho debe verificarse a través de una denuncia ante las autoridades competentes, caso contrario se dificulta el nivel de prevención del Estado y por ende se limita su obligación de protección. Hay que mencionar que la Fiscalía cuenta con un programa de protección de víctimas y testigos.

En esta situación, los comunicadores implicados recibieron protección del Estado, por lo que el Gobierno actuó según los lineamientos de la Declaración de Principios citada por la propia relatora a lo largo del informe. 

Ecuador ha insistido, en el transcurso de las audiencias temáticas de la Comisión, en la necesidad de clarificar y transparentar la información que la Relatoría Especial presenta, y lamenta que estas peticiones no hayan sido acogidas, ya que de ninguna manera puede presentarse información confusa en un informe sobre Derechos Humanos.

El Estado ecuatoriano ha manifestado que ninguno de los hechos mencionados por el informe en este acápite, pueden vincularse con acciones del Estado y por lo tanto resulta gravísimo que se presenten con esa intencionalidad en el informe de la Relatora Especial.

Es necesario insistir en que las personas que manifiestan ser víctimas de supuestas amenazas y agresiones deben denunciarlas, ya que es la manera idónea que permitirá al Estado cumplir con su obligación de proteger su integridad física y poder llevar a buen término las investigaciones necesarias para determinar las responsabilidades en que hayan podido incurrir las personas que han formulado dichas amenazas.

“222. La Relatoría fue informada sobre la decisión de la periodista Janet Hinostroza de ausentarse del programa “La Mañana de 24 Horas”, del canal Teleamazonas, como resultado de graves amenazas en su contra. Dicho espacio informativo habría sido objeto de interrupciones gubernamentales mediante cadenas presidenciales en el pasado. A mediados de septiembre de 2012, Hinostroza habría reportado sobre presuntas irregularidades en un crédito que el Banco Cofiec, manejado por el Estado, entregó a un empresario argentino. Después de recibir amenazas telefónicas, Hinostroza habría optado por no presentar el último capítulo del reporte, y anunciado su separación temporal del programa. Según la información disponible, el Secretario Nacional de Comunicación habría expresado su rechazo a las amenazas contra Hinostroza, y el Ministerio del Interior habría ofrecido medidas de protección a la periodista. El 22 de septiembre, el Presidente Correa públicamente condenó las amenazas y afirmó que se estaban realizando las investigaciones de rigor, expresó su solidaridad y lamentó lo sucedido, sin que con ello cambiara su opinión sobre la comunicadora, de quien consideró que hace “un pésimo periodismo” y que era “política” y “politiquera”.”
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Una vez más, el mismo informe reconoce que el Estado ecuatoriano ha cumplido con su obligación de investigar y ofrecer los mecanismos de protección necesarios. Sin embargo, el informe omite que lo mismos fueron rechazados por la periodista afectada.

Del mismo modo, el informe omite resaltar las declaraciones públicas de la periodista, en las que agradeció al Ministro del Interior, José Serrano, quien, según su testimonio, la atendió de inmediato y le ofreció custodia policial.
En este caso el Estado, así como algunos funcionarios de alta responsabilidad, entre ellos el Presidente de la República, también actuó según lo establecido en la Declaración de Principios, lamentando la situación, solidarizándose y dando protección a la periodista. 

“223. La Relatoría Especial recibió información de que el 23 de Octubre, Nathaly Toledo, periodista de Teleamazonas, habría recibido amenazas de muerte. Al parecer, las amenazas tendrían relación con un trabajo periodístico de Toledo relacionado con el problema de las drogas en los Colegios.”
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En este caso, como en el anterior, el Estado ecuatoriano considera que la información sería más veraz y completa, además de que permitiría comprender el caso en su justa dimensión, si se mencionase que una vez que la presentadora realizó la denuncia formal ante la Fiscalía, el Estado cumplió su rol de investigar y proteger a la persona amenazada. De esta manera, siendo más fiel a los hechos, se consigue, además, reforzar el papel, la legitimidad y la capacidad del Estado para combatir un delito tan grave como son las amenazas.

Hay que mencionar que, felizmente, la periodista Nathaly Toledo continua, a día de hoy, desempeñándose como reportera en el canal Teleamazonas.

225. La Relatoría Especial recuerda que el principio 9 de la Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión señala: “El asesinato, secuestro, intimidación, amenaza a los comunicadores sociales, así como la destrucción material de los medios de comunicación, viola los derechos fundamentales de las personas y coarta severamente la libertad de expresión. Es deber de los Estados prevenir e investigar estos hechos, sancionar a sus autores y asegurar a las víctimas una reparación adecuada”.
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El Estado Ecuatoriano ha cumplido a cabalidad todo lo citado en este principio de la Declaración, investigando los acontecimientos, sin diferenciar entre coidearios y opositores, y demostrándoles su solidaridad con las personas afectadas, investigando los hechos y ofreciendo protección policial a las personas que la han requerido.

3.6. Sobre las cadenas presidenciales, interrupción gubernamental de espacios informativos y trabas al trabajo periodístico

“226.
Según la información recibida, durante el año 2012, el Gobierno habría continuado con el uso de la facultad de decretar cadenas presidenciales para ordenar la publicación de la opinión oficial en medios privados de comunicación. Como se menciona adelante, el Gobierno ha hecho uso de esta facultad para ordenar a determinados medios, la publicación de la opinión gubernamental sobre sus notas editoriales o informativas. En efecto, de acuerdo con información recibida, durante 2012 se han producido repetidas interrupciones gubernamentales de programas periodísticos críticos, mediante cadenas presidenciales radiales y televisivas que emiten el mensaje oficial solo en la emisora donde se emitió la información o la opinión cuestionada”.

“232. La Relatoría Especial ha reconocido la potestad del Presidente de la República y de las altas autoridades del Estado para utilizar los medios de comunicación con el propósito de informar a la población sobre aquellas cuestiones de interés público preponderante; sin embargo, el ejercicio de esta facultad no es absoluto. La información que los gobiernos (sic) transmiten a la ciudadanía a través de las cadenas presidenciales debe ser aquella (sic) estrictamente necesaria para atender necesidades urgentes de información en materias de claro y genuino interés público, y durante el tiempo estrictamente necesario para trasmitir dicha información. En este sentido, tanto la CIDH y su Relatoría Especial, como algunos órganos nacionales de Estados parte de la Convención Americana, aplicando estándares internacionales, han indicado que “no es cualquier información la que legitima al Presidente de la República la interrupción de la programación habitual, sino aquélla que pueda revertir interés de la colectividad en el conocimiento de hechos que puedan encerrar trascendencia pública y, que sean realmente necesarios para la real participación de los ciudadanos en la vida colectiva”. Asimismo, el quinto principio de la Declaración de Principios de la CIDH señala que “[l]a censura previa, interferencia o presión directa o indirecta sobre cualquier expresión, opinión o información difundida a través de cualquier medio de comunicación oral, escrito, artístico, visual o electrónico, debe estar prohibida por la ley. Las restricciones en la circulación libre de ideas y opiniones, como así también la imposición arbitraria de información y la creación de obstáculos al libre flujo informativo, violan el derecho a la libertad de expresión”.”
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El Estado ecuatoriano desea expresar su protesta, una vez más, por las interpretaciones que la Relatoría efectúa y por la importante información que el informe deliberadamente decide omitir.

La relatoría, no señala, en este apartado, que dichas interrupciones fueron hechas para desmentir declaraciones y reportajes claramente mal fundamentados. El derecho a la libertad de expresión no protege la mentira, los intentos de desestabilización política y la injuria

En estas interrupciones, el Estado ecuatoriano ha debido intervenir para  desmentir falsedades, pero nunca censuró, evitó o prohibió que dichas informaciones, por falsas que fueran, se dejaran de transmitir.

De acuerdo al artículo 2, de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión, “(t)oda persona tiene el derecho a buscar, recibir y difundir información y opiniones libremente en los términos que estipula el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Todas las personas deben contar con igualdad de oportunidades para recibir, buscar e impartir información por cualquier medio de comunicación sin discriminación, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, sexo, idioma, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.”

En este sentido, el Gobierno Nacional, en tanto garante de los derechos consagrados en la Constitución, tiene la obligación de brindar informaciones oportunas y veraces a la ciudadanía, para que la misma se forme una opinión equilibrada y basada en varias fuentes sobre los sucesos de interés colectivo. Esta obligación del Estado no se puede lograr sin una réplica oportuna, que permita verificar, contextualizar o complementar informaciones inexactas, incompletas o manipuladas que en ocasiones son difundidas por los medios de comunicación. Estas acciones responden a un interés público claro y genuino, pues la consolidación de una democracia deliberativa, inclusiva y participativa, como está prevista en la Constitución ecuatoriana, no puede existir sin una información de calidad, contextualizada y veraz.

 “233. Adicionalmente, los funcionarios públicos deben tener en cuenta que tienen una posición de garante de los derechos fundamentales de las personas, sus declaraciones no pueden llegar a desconocer dichos derechos. Este deber de especial cuidado se ve particularmente acentuado en situaciones de mayor conflictividad social, alteraciones del orden público o polarización social o política, precisamente por el conjunto de riesgos que pueden implicar para determinadas personas o grupos en un momento dado. La Corte Interamericana también ha sostenido que las situaciones de riesgo pueden ser exacerbadas si se es “objeto de discursos oficiales que puedan provocar, sugerir acciones o ser interpretadas por funcionarios públicos o por sectores de la sociedad como instrucciones, instigaciones, o de cualquier forma autorizaciones o apoyos, para la comisión de actos que pongan en riesgo o vulneren la vida, seguridad personal u otros derechos de personas que […] ejercen [la] libertad de expresión”.”
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Ecuador reitera a la Relatoría Especial que las declaraciones de los funcionarios públicos nunca han dejado de garantizar los derechos fundamentales de las personas, en especial, el derecho a una información veraz y de calidad. 

Por otra parte, esta afirmación muestra, de nuevo, una clara intencionalidad política, acusando veladamente a "los funcionarios públicos"
 (sugiriendo una identificación con el Presidente de la República y las altas autoridades del Estado, ya que el párrafo 233 comienza con "adicionalmente", y es consecutivo al párrafo 232, referido a dichas autoridades) de "exacerbar" las "situaciones de riesgo" contra "determinadas personas o grupos en un momento dado" que sean "objeto de discursos oficiales puedan provocar, sugerir acciones o ser interpretadas por funcionarios públicos o por sectores de la sociedad como instrucciones, instigaciones, o de cualquier forma autorizaciones o apoyos, para la comisión de actos que pongan en riesgo o vulneren la vida, seguridad personal u otros derechos de personas que […] ejercen [la] libertad de expresión” (p. 104).

3.7. Sobre el acceso a funcionarios y lugares oficiales

“234. La Relatoría Especial expresa preocupación por impedimentos que se habrían presentado a periodistas que buscaban entrevistarse con funcionarios públicos. El Principio 4 de la Declaración de Principios de la CIDH afirma que “[e]l acceso a la información en poder del Estado es un derecho fundamental de los individuos. Los Estados están obligados a garantizar el ejercicio de este derecho. Este principio sólo admite limitaciones excepcionales que deben estar establecidas previamente por la ley para el caso que exista un peligro real e inminente que amenace la seguridad nacional en sociedades democráticas”. Asimismo, el Principio 5 señala que “[l]as restricciones en la circulación libre de ideas y opiniones, como así también la imposición arbitraria de información y la creación de obstáculos al libre flujo informativo, violan el derecho a la libertad de expresión”.”

“235. La Relatoría recibió información según la cual el 16 de junio, el presidente Rafael Correa ratificó su decisión de prohibir a sus ministros y a los funcionarios del Estado dar entrevistas a ciertos medios de comunicación privados. Según la información recibida, el presidente habría justificado su decisión en reportajes realizados de “mala fe” y destinados a “destruir la honra” de altos funcionarios públicos y sus familias, además de que el gobierno (sic) no podía contribuir al negocio de la prensa privada. Esta Relatoría también fue informada de que la ministra Coordinadora de la Política y el Secretario de Comunicación habrían asegurado que los miembros del gabinete presidencial no iban a dar más entrevistas a medios de comunicación privados. Según información recibida, el 5 de septiembre, el Centro de Derechos Humanos de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador y la ONG Fundamedios habrían presentado una acción de protección destinada a dejar sin efecto la mencionada política; la acción fue desestimada por el juez de primera instancia el 20 de septiembre.”
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Llama la atención que se sugiera mediante la invocación a los Principios 4 y 5, elaborados por la misma Relatoría y aprobados por la CIDH, que en Ecuador se estaría practicando una limitación a la información en poder del Estado, restricciones a la libre circulación de ideas y a la imposición arbitraria de ideas mediante presiones, censuras previas o interferencias directas o indirectas.

Si bien se han establecido normas y regulaciones para transmitir la información oficial, las mismas no han limitado el libre flujo de información ni han establecido “incentivos” a medios que opinen favorablemente al Gobierno, sino que han permitido desarrollar de manera ordenada la transmisión de información desde el Estado hacia los mandantes y han limitado a los poderes paralelos que históricamente han sesgado y manipulado la información.

Una vez más se reitera que, el Estado ecuatoriano, en tanto garante de los derechos de la comunicación, debe velar por un adecuado acceso a la información, pues la presentación de información sesgada o manipulada constituye, igualmente, una imposición arbitraria de ideas y un obstáculo para la libertad de información efectuada a través de agentes privados que responden, en muchos casos, a intereses particulares.

“237. Finalmente, la Relatoría Especial fue informada de que en la tercera semana de marzo, varios incidentes habrían tenido lugar con ocasión del cubrimiento de marchas indígenas. Al menos en tres casos, periodistas habrían sido retirados de lugares públicos, e impedidos de adelantar su trabajo periodístico.”
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Finalmente, cabe indicar que la información contenida en los párrafos 234 y 237 no presenta de manera adecuada la totalidad de casos contrastados, pues pone especial énfasis en los presuntos casos de obstáculos y limitaciones a la actividad periodística de comunicadores vinculados a medios privados, dejando en segundo plano –limitado a un pie de página- los casos en los que comunicadores de medios públicos han sido relegados o no se les ha permitido adelantar sus actividades periodísticas. 

3.8. Sobre la afectación de medios de comunicación e incautación de equipos

“238. La Relatoría Especial ha recibido información sobre el cierre de varios medios de comunicación locales (estaciones de radio y canales de televisión) ocurridos en el 2012. En sus resoluciones, el Consejo Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL) ha argumentado el incumplimiento por parte de los propietarios y representantes de los medios de comunicación de los requerimientos de la Ley de Radiodifusión y Televisión. En efecto, CONATEL ha considerado en todos los casos la verificación de algunas de las causales de terminación establecidas en el artículo 67 de la referida Ley. En este sentido, ha considerado, alternativamente, que los medios de comunicación habrían incumplido los requerimientos técnicos necesarios para el funcionamiento de la concesión, o bien que existía “mora en el pago de seis o más pensiones consecutivas de arrendamiento de la frecuencia concedida”, o bien que se había producido el vencimiento del plazo. La Relatoría Especial ha tenido noticia de que en algunos casos los titulares de las frecuencias afectadas habrían afirmado que la decisión de CONATEL estaría fundada en criterios políticos y sería una represalia por la línea editorial adoptada.”

“241. Según la información recibida, el 31 de julio funcionarios del Ministerio de Relaciones Laborales habrían incautado los equipos de trabajo de la revista Vanguardia, bajo el argumento del incumplimiento de la Ley laboral. En el operativo, la fuerza pública habría decomisado los computadores, memorias y apuntes de los periodistas. Según lo informado, esta sería la segunda vez que la revista es objeto de una actuación administrativa que tiene como resultado la incautación de sus bienes, incluido material de trabajo de los periodistas. La revista Vanguardia es propiedad de Juan Carlos Calderón, uno de los periodistas que habría sido condenado al pago de una indemnización de US $1.000.000 a favor del presidente Correa, como coautor del contenido del libro “el Gran Hermano”. Dicha publicación se caracteriza por presentar al público investigaciones periodísticas sobre asuntos de interés general relacionados con presuntos hechos de corrupción. El Gobierno realizó una cadena nacional para justificar las razones del decomiso de todos los bienes del medio.”
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Los datos consignados presentan, nuevamente, graves errores de valoración de los hechos. En efecto, llama la atención que se cuestione, como supuestas afectaciones arbitrarias a medios privados, medidas que responden a una llana aplicación de la normativa vigente en materia de telecomunicaciones y de derechos laborales, la misma que ha sido fijada de manera previa, clara, precisa y taxativa.

El informe toma como ciertas y concluyentes las afirmaciones de los presuntos afectados para dejar entrever que las medidas adoptadas por las autoridades administrativas competentes responden a motivaciones políticas, pasando por alto detalles de cada uno de los procesos y sin verificar los parámetros de aplicación de las leyes existentes para la revocación de las concesiones.

De haberse efectuado dicha contrastación de información, se habría hecho evidente que las revocatorias y las medidas adoptadas como sanción contra los medios señalados en el acápite responden a acciones de simple control administrativo y de aplicación de las leyes vigentes en la República del Ecuador.

El Estado Ecuatoriano evidencia otra información sesgada, manipulada y sin fundamentos. Curiosamente no citan qué medios fueron, y sobre todo, las causas del cierre de estos medios, fueron en su mayoría por incumplimientos legales o por haberse demostrado que adquirieron las frecuencias de manera fraudulenta. 

3.9. Sobre las otras situaciones relevantes mencionadas en el informe

“242.
Según información recibida, el 3 de marzo, mientras se encontraban en un edificio privado en el sector de Luluncoto, Quito, fueron detenidos y posteriormente judicializados y privados de la libertad diez jóvenes, acusados de la presunta comisión de delitos contra la seguridad interna del Estado (sabotaje y terrorismo). Según la información ventilada en las audiencias judiciales celebradas durante el proceso penal, los diez jóvenes detenidos se habrían reunido con ocasión de deliberar acerca del “buen vivir” y de participar en las movilizaciones ciudadanas que tendrían lugar durante el mes de marzo. La tesis de la Fiscalía es que los detenidos son miembros del grupo “Combatientes Populares”, al cual le atribuyen la responsabilidad de sendas detonaciones ocurridas en 2011, en las ciudades de Quito, Guayaquil y Cuenca. Las autoridades no encontraron armas ni artefactos explosivos en el lugar de la detención, ni en poder de los jóvenes detenidos. Organizaciones de Derechos Humanos como Amnistía Internacional , la Comisión Ecuménica de Derechos Humanos CEDHU , el Proyecto de Reparación Socioambiental Clínica Ambiental  y la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos INREDH, y personalidades como Baltazar Garzón  coincidirían en que, en este caso, la aplicación de las leyes de sabotaje y terrorismo podría ser desproporcionada y desconocería derechos humanos. El 9 de noviembre de 2012, el Tercer Tribunal de Garantías Penales de Pichincha, convocó audiencia de juzgamiento para el 10 de diciembre siguiente. Al momento del cierre de este informe, las personas continuaban privadas de su libertad, nueve de ellas en centros de reclusión, la décima con una medida sustitutiva de prisión preventiva por razones de maternidad.”

“245.
Según información recibida el 29 de octubre, la Comisión Especializada de Fiscalización y Control Político de la Asamblea Nacional habría presentado un informe a la Asamblea Nacional en relación con las investigaciones relacionadas con posibles actos de corrupción en la concesión de créditos del Banco COFIEC. Entre otros asuntos relevantes, la Comisión propuso solicitar al Defensor del Pueblo que “investigue y precautele los derechos de los ciudadanos a recibir información veraz, verificada, contextualizada, oportuna, plural y sin censura previa”, en tanto que, a su juicio, la prensa no habría verificado la información respecto de las supuestas irregularidades en torno a un préstamo otorgado al ciudadano argentino Gastón Duzac. Asimismo, la Comisión propuso exhortar a la Fiscalía General del Estado para que investigue quiénes proporcionaron a los medios de comunicación, “información que estaba sujeta a sigilo y reserva bancaria”.”

Observaciones del Ecuador

El Estado ecuatoriano rechaza la acusación velada que formula la Relatoría, en el sentido de sugerir actuaciones arbitrarias del Estado ecuatoriano y, especialmente, por parte del Poder Ejecutivo. Cabe señalar que los casos a los que se hace mención y la información que se proporciona, corresponde a procesos judiciales que, en el momento en que se ha recopilado la información, estaban en curso.

De este modo, resulta improcedente que se adelanten conclusiones o que se pretenda orientar una opinión sobre los mismos para sugerir que la Fiscalía General del Estado hubiese actuado de manera arbitraria o carente de fundamentos, coartando la libertad de asociación- en el caso mencionado en el párrafo 242- o impidiendo la libre circulación de información -en el caso señalado en el párrafo 245-.

La mención de estos casos carece de una contextualización adecuada, ya que correspondían a procesos judiciales en curso de investigación y por tanto, el manejo de la información relativa a los mismos se encontraba, sujeta a normas procesales penales, las mismas que son de observancia imperativa para no afectar la investigación judicial.

En consecuencia, Ecuador rechaza toda la información que pretenda sugerir que en el país los periodistas, los medios privados y  comunicadores en general, son objeto de persecución, vigiliancia u hostigamiento por parte del Estado y reitera su compromiso con las máximas garantías procesales, establecidas en la Constitución y en la ley.

4. Consideraciones generales (de orden político)
4.1. Omisiones graves: lo que el Informe no dice

4.1.1. Problemática del sector de la comunicación social en el Ecuador

El informe de la Relatoría de Libertad de expresión 2012 hace una descripción parcial de la problemática de la comunicación en el Ecuador -la cual es muy similar a la mayoría de los países de la región- y omite mencionar y describir los problemas estructurales de la gestión de la comunicación social, de sus medios y actores relevantes. Para subsanar esta miopía y posibilitar que los comisionados de la CIDH y la comunidad internacional conozcan esta compleja problemática, se presenta a continuación una breve reseña de algunos de los aspectos más importantes que la relatoría omitió documentar en su informe de 2012:     

a) La ley de Radiodifusión y Televisión
 y la Ley Especial de Telecomunicaciones
 constituyen los pilares fundamentales del sistema normativo en materia de comunicación. Dicho sistema está caracterizado por una fuerte priorización de los aspectos tecnológicos y mercantiles de las actividades comunicativas, consecuentemente se ha entendido que la materia a regular está principalmente constituida por las relaciones del Estado con los agentes de mercado que están involucrados en su condición de proveedores o de consumidores de servicios de telecomunicaciones, de radio y de televisión. 

Así pues, lo que ha caracterizado el enfoque de regulación jurídico-político de la comunicación en el Ecuador (salvando el caso de la ley de Acceso a la Información Pública) es que las relaciones jurídicas que se producen entre las personas, y entre éstas y el Estado, son fundamentalmente originadas en hechos comerciales y tecnológicos, frente a los cuales se establecen leyes para reglar las condiciones de la provisión de los servicios y los derechos de los consumidores de tales servicios, en el marco de la libre competencia; es decir con predominio de la racionalidad de mercado desde la cual las personas dejan de ser sujetos de derecho para convertirse en clientes o, en el mejor de los casos, en usuarios con los derechos o garantías propios de los consumidores, siempre y cuando puedan pagar por los servicios que son ofertados por los agentes de mercado.

b) Los medios de comunicación y las frecuencias de radio y televisión están concentradas en 8 grupos familiares de empresarios que además son propietarios de grandes consorcios comerciales, industriales y bancarios. Según lo señala el informe de la Comisión Auditora de Frecuencias
 y el Análisis de Desarrollo Mediático de Ecuador
 publicado la UNESCO, estos grupos son: 1) grupo Egas; 2) grupo Mantilla; 3) grupo Pérez; 4) grupo Alvarado; 5) grupo Martínez; 6) grupo Eljuri; 7) Grupo Vivanco; y, 8) Grupo Isaías
.

c) Los medios de comunicación adscritos a los grupos empresariales enumerados han sido utilizados como mecanismos de protección y defensa de los intereses empresariales que cada uno de ellos tiene
, llegando al extremo de protagonizar incluso guerras informativas por el control del mercado financiero y el blanqueamiento de responsabilidades en la crisis financiera que dio lugar a la dolarización de la economía, como sucedió cuando el grupo financiero Egas se enfrentó al grupo financiero Isaías a través de los canales de televisión, radios, periódicos y revistas que cada uno de ellos poseía total o parcialmente.
  

d) Los grupos empresariales, financieros y mediáticos han mantenido, en términos generales, relaciones de colaboración con los diferentes grupos y partidos políticos que han alcanzado el poder. En otras ocasiones, cuando tales grupos se han enfrentado, los medios han optado unas veces por apoyar a quienes ejercieron el gobierno y otras a las élites políticas tradicionales que realizaron oposición política
. Sin embargo, en la mayoría de los casos, los medios de comunicación optaron por no favorecer ni visibilizar las propuestas, tesis y demandas de los sectores sociales no identificados con las élites políticas que colonizaron el sistema de partidos en el Ecuador. 

e) La Comisión de Auditoría de Concesiones Frecuencias de Radio y Televisión
 creada por mandato constitucional, determinó que en el período comprendido entre enero de 1995 y diciembre de 2008, aproximadamente un tercio de todas las concesiones de frecuencias fueron obtenidas de forma ilegal o mediante transacciones privadas de dudosa legitimidad, ya que las frecuencias son un bien público que no se podían vender, ceder, heredar o alquilar como si fuesen parte del patrimonio personal de los concesionarios privados. 

Este proceso de concentración, apropiación y privatización de las frecuencias de radio y televisión fue posible, en gran medida, por las deficiencias normativas de la Ley de Radiodifusión y Televisión vigente; y, también porque la integración del órgano estatal encargado de otorgar las frecuencias, previsto en dicha ley, estaba conformado, entre otros, por propietarios de medios de comunicación que se asignaban un gran número de frecuencias a sí mismos, lo cual además consolidaba el proceso de concentración de medios de comunicación ya señalado anteriormente.

f) El monopolio mediático, unido a las restricciones legales ha impedido que en el país se desarrollen los medios de comunicación comunitarios, y solo a partir del 2007 se inició la conformación de un sistema de medios públicos. En ese sentido, el  Análisis de Desarrollo Mediático, demuestra la distribución de medios de comunicación audiovisuales según el sector al que pertenecen:
“En el ámbito de la radio y teledifusión, según la estadísticas de diciembre de 2010 de la Superintendencia de Telecomunicaciones, existen 1205 radioemisoras en onda corta, AM y FM, y 444 canales de televisión, que incluyen estaciones matrices y repetidoras de señal abierta en VHF y UHF, tanto de propiedad privada, como pública y comunitaria. Según la misma fuente, el 83% de las televisiones son de propiedad privada, el 17% de servicio público y el 0% comunitarias. En cuanto a las radios el 89% son de naturaleza privada, 10.8% de servicio público y 0,2% comunitarias.”
 (NOTA: link con conclusiones)

g) En relación a la censura previa que efectiva y lastimosamente ha sido una tradición arraigada en las prácticas mediáticas y políticas del Ecuador desde el retorno a la democracia en 1979, es preciso señalar que los datos más recientes sobre este tema fueron presentados en 2010 por Fundamedios a partir de una encuesta cursada a 372 periodistas de varios medios de comunicación de las ciudades de Quito, Guayaquil, Manta, Nueva Loja y Machala, y publicada en el libro La palabra rota, según el cual, el 28,76% de los encuestados afirma que en alguna ocasión, alguna nota periodística de interés público no se publicó por presiones de alguna naturaleza
, y que “las presiones provienen en cifras iguales de funcionarios del Gobierno y directivos del propio medio y en menor medida por anunciantes”
. 

Complementariamente, el Estudio sobre Cómo viven y piensan la libertad de expresión y prensa los periodistas ecuatorianos (2008), elaborado por la Universidad de las Américas (UDLA) en el marco de actividades de Laboratorio de Medios de la UDLA, sostiene que de 120 periodistas entrevistados que trabajan en medios de comunicación privados, el 44% afirma que se ha abstenido de publicar algo por presión de los dueños o directores de medios, el 33% por los grupos de poder, el 21% por anunciantes y 19% por el Gobierno (es preciso tener en cuenta que en la elaboración de esta estadística algunos periodistas señalaron a uno o más de estos actores como agentes activos de censura)
. 

Lo cual demuestra que, en términos globales, las acciones de censura provienen mayoritariamente de actores privados, aunque los medios de comunicación nunca han visibilizado esta situación; y en cambio, por regla general, han sobre visibilizado y sobre dimensionado los casos en los que se considera que los funcionarios del Estado a nivel central, regional o local han desarrollado actos constitutivos de censura o conducentes a su realización.

4.1.2. Hacia un marco normativo que permita el ejercicio del derecho a la comunicación: Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación
La Relatoría de la Libertad de Expresión tampoco recoge los planteamientos del Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación frente a la problemática estructural de la comunicación en Ecuador descrita anteriormente, los cuales merecen ser conocidos por la comunidad internacional y especialmente por los señores Comisionados de la CIDH para formarse un juicio sobre la vocación democratizadora que tiene el Gobierno del Ecuador en relación a alcanzar la mayor diversidad y pluralidad posible de medios de comunicación social, proteger a los trabajadores de la comunicación y hacer de la libertad de expresión un derecho realmente ejercido por cualquier ciudadano y no solamente por las personas mejor situadas en la sociedad:

a) Sobre el enfoque jurídico-político de la legislación 

Frente al enfoque tecno-mercantil que plantea la Ley de Radiodifusión y Televisión así como la Ley de Telecomunicaciones, el Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación se edifica a partir de un enfoque de derechos. Este cambio sustancial se demuestra tanto en el objeto y ámbito de la ley, que literalmente señala “Esta ley tiene por objeto desarrollar, proteger y regular, en el ámbito administrativo, el ejercicio de los derechos a la comunicación establecidos constitucionalmente”
, cuanto en la formulación legal de derechos específicos a la comunicación, los cuales nunca antes habían sido desarrollados expresamente en una ley, o que por excepción, alguno de ellos fue tratado marginalmente en la Ley de Ejercicio Profesional de los Periodistas. 

En ese sentido se reconocen y protegen los derechos a la comunicación en cuatro secciones específicas del Proyecto de Ley, cuyos títulos son: Derechos de libertad, Derechos de igualdad e interculturalidad, Derechos de participación; y, Derechos de los comunicadores
.

Es de destacar que ante la precarización que los empresarios de la comunicación hacían de sus trabajadores pagándoles salarios por debajo del que corresponde al trabajador en general, no afilándolos al Seguro Social, no reconociéndoles los pagos por horas extras de trabajo, no reconociéndoles sus derechos a vacaciones o a participar de las utilidades de la empresa, exponiéndolos a coberturas de riesgo sin medios ni protecciones suficientes, este Proyecto prevé y apuntala los derechos de estos trabajadores estableciendo lo siguiente:

“Art. 41.- Derechos laborales de las y los trabajadores de la comunicación.- Las y los comunicadores, las y los trabajadores de la comunicación tienen los siguientes derechos:

1. A la protección pública en caso de amenazas derivadas de su actividad como comunicadores;

2. A remuneraciones de acuerdo a las tablas salariales fijadas por la autoridad competente, a la seguridad social y demás derechos laborales, según sus funciones y competencias;

3. A ser provistos por sus empleadores de los recursos económicos, técnicos y materiales suficientes para el adecuado ejercicio de su profesión y de las tareas periodísticas que les encargan tanto en la ciudad, como donde habitualmente trabajan, o fuera de ella;

4. En los medios de comunicación social privados, en caso de coberturas de riesgo, a estar cubiertos con seguros privados de vida, accidentes, daños a terceros, asistencia jurídica, pérdida o robo de equipos; 

5. A contar con los recursos, medios y estímulos para realizar investigación en el campo de la comunicación, necesarios para el ejercicio de sus funciones; 

6. Al desarrollo profesional y capacitación técnica; para lo cual, las entidades públicas y privadas y los medios de comunicación darán las facilidades que fueran del caso;

7. A los demás derechos consagrados en la Constitución de la República y en la ley.”

Complementariamente, el Gobierno del Ecuador, a finales de 2012, implementó, a través del Ministerio de Relaciones Laborales, la tabla salarial para trabajadores de la comunicación, por la cual se equiparó la categoría profesional de los periodistas con la de los profesores. De esta forma, un comunicador titulado no podrá ganar menos de 800 dólares, mientras que uno que no tenga estudios de tercer nivel debería percibir como mínimo $600, en tanto que con anterioridad a este cambio de política salarial se pagaban a los periodistas sueldos inferiores a $ 368 dólares, que es el salario básico unificado del trabajador en general. 

b) Sobre la concentración de las frecuencias de radio y televisión

Cabe señalar que la Ley de Radiodifusión y Televisión establecía la posibilidad de que una misma persona, natural o jurídica, pueda tener hasta 96 frecuencias de radio y televisión; y teniendo en consideración que existen 1649 concesiones de frecuencias
, lo que resulta es que 17 personas podrían concentrar, con cobertura legal, la totalidad de concesiones de frecuencias de radio y televisión
. Frente a este escenario en el Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación se establece con claridad la prohibición de concentración en los siguientes términos:

“Art. 121.- Prohibición de concentración.- Está prohibido que las personas naturales o jurídicas concentren o acumulen las concesiones de frecuencias o señales para el funcionamiento de estaciones matrices de radio y televisión. 

La autoridad de telecomunicaciones no podrá adjudicar más de una concesión de frecuencia para matriz de radio en AM, una frecuencia para matriz de radio en FM y una frecuencia para matriz de televisión a una misma persona natural o jurídica en todo el territorio nacional.

Quien sea titular de una concesión de radio, ya sea en AM o FM, puede participar en los concursos públicos para la adjudicación de no más de una frecuencia de onda corta.

En una misma provincia no podrá concesionarse una frecuencia para el funcionamiento de una matriz de radio o televisión a familiares directos de un concesionario con el que tengan parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad.”

c) Sobre la vinculación de los medios de comunicación a grupos financieros y empresariales.

Inicialmente el Proyecto de Ley de Comunicación contempló una norma específica que desarrollaba la prohibición establecida en el primer párrafo del Art. 312 de la Constitución (reformado por la consulta popular del 11 de mayo de 2011), que señala:

“Art. 312.- Las instituciones del sistema financiero privado, así como las empresas privadas de comunicación de carácter nacional, sus directores y principales accionistas, no podrán ser titulares, directa o indirectamente, de acciones o participaciones, en empresas ajenas a la actividad financiera o comunicacional, según el caso. Los respectivos organismos de control serán los encargados de regular esta disposición de conformidad con el marco constitucional y normativo vigente.”

Sin embargo, las normas relacionadas con esta prohibición fueron suprimidas del Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación e incluidas en la recientemente aprobada Ley Control del Poder de Mercado en la vigésimo tercera disposición reformatoria, que en resumen establece que ninguna persona que tenga más del 6% de las acciones en un medio de comunicación de carácter nacional, puede tener al mismo tiempo acciones o ser propietario de entidades financieras u otras empresas.

d) Sobre las frecuencias de radio y televisión obtenida ilegalmente 

Al respecto el Proyecto de Ley tiene principalmente dos disposiciones que posibilitan la reversión de frecuencias ilegalmente obtenidas que fueron identificadas por la Comisión para la Auditoría de las Frecuencias de Radio y Televisión:

“Art. 114.- Reversión de  frecuencias.- Todas las concesiones de frecuencias que hayan sido obtenidas ilegalmente volverán a la administración de la autoridad de telecomunicaciones una vez que ésta haya realizado el debido proceso.

En todos los casos en que se declare judicialmente la ilegalidad de una concesión, el Estado, a través de la Procuraduría General del Estado, reclamará obligatoriamente la reparación integral de los daños causados y la devolución al Estado de todos los beneficios económicos generados por el usufructo de una concesión ilegalmente obtenida. El incumplimiento de esta obligación será causal de juicio político de la o el Procurador General del Estado.

Los terceros afectados por las transacciones ilegales realizadas con frecuencias para el funcionamiento de estaciones de radio y televisión podrán reclamar por la vía judicial a quienes los perjudicaron”.

“[Disposición transitoria] DÉCIMA.- De conformidad con el informe presentado el 18 de mayo de 2009 por la Comisión para la Auditoría de las Concesiones de las Frecuencias de Radio y Televisión, creada por disposición constitucional, las frecuencias de radio y televisión que no hayan sido otorgadas por autoridad competente; las  que no han iniciado la operación en el plazo señalado en el contrato de concesión; las que no hayan pagado las tarifas de uso de concesión durante seis meses consecutivos; las que se hayan arrendado por más de dos años o transferido bajo cualquier modalidad el uso de la frecuencia a terceros; y, las que han convertido estaciones repetidoras en matrices o viceversa, serán revertidas al Estado por la autoridad de telecomunicaciones, aplicando el debido proceso”
.

e) Sobre el monopolio mediático y las restricciones al desarrollo de medios de comunicación públicos y comunitarios.

Sin duda el cambio más importante que se realiza en el Proyecto de Ley Orgánica  de Comunicación es la redistribución de frecuencias a favor de los medios públicos y comunitarios, por dos razones. La primera es que modifica sustancialmente la estructura de propiedad y acceso a los medios de comunicación que usan frecuencias del espectro radioeléctrico; y la segunda es que amplia pluraliza y diversifica el número de actores sociales que podrán obtener concesiones de radio y televisión para fundar sus propios medios de comunicación.

Desde esta perspectiva se transcribe dos de las disposiciones más importantes que el Proyecto de Ley tiene sobre este tema:

“Art. 112.- Distribución equitativa de frecuencias.- Las frecuencias del espectro radioeléctrico destinadas al funcionamiento de estaciones de radio y televisión de señal abierta se distribuirá equitativamente en tres partes, reservando el 33% de estas frecuencias para la operación de medios públicos, el 33% para la operación de medios privados, y 34% para la operación de medios comunitarios.

Esta distribución se alcanzará de forma progresiva y principalmente mediante: 

1. La asignación de las frecuencias todavía disponibles;

2. La reversión de frecuencias obtenidas ilegalmente, y su posterior redistribución;

3. La reversión de frecuencias por incumplimiento de las normas técnicas, jurídicas para su funcionamiento o fines para los que les fueron concesionadas, y su posterior redistribución;

4. La distribución de frecuencias que regresan al Estado conforme a lo dispuesto por la ley;

5. La distribución equitativa de frecuencias y señales que permitirá la digitalización de los sistemas de transmisión de radio y televisión. 

En todos estos casos, la distribución de frecuencias priorizará al sector comunitario hasta lograr la distribución equitativa que establece este artículo”
.

“Art. 92.- Acción afirmativa.- El Estado implementará las políticas públicas que sean necesarias para la creación y el fortalecimiento de los medios de comunicación comunitarios como un mecanismo para promover la pluralidad, diversidad, interculturalidad y plurinacionalidad; tales como: crédito preferente para la conformación de medios comunitarios y la compra de equipos; exenciones de impuestos para la importación de equipos para el funcionamiento de medios impresos, de estaciones de radio y televisión comunitarias; acceso a capacitación para la gestión comunicativa, administrativa y técnica de los medios comunitarios.

La formulación de estas medidas de acción afirmativa en políticas públicas son responsabilidad del Consejo de Regulación y Desarrollo de la Comunicación y su implementación estará a cargo de las entidades públicas que tengan competencias específicas en cada caso concreto.

El Consejo de Regulación y Desarrollo de la Comunicación elaborará un informe anual acerca de las medidas de política pública adoptadas por el Estado, destinadas a la conformación o consolidación de los medios comunitarios; informe que será obligatoriamente publicado en su página web"
.

f) Sobre la Censura previa

El Proyecto de Ley Orgánica establece una reforzada protección a expresarse libremente e impedir la censura previa sobre todo por parte de autoridades y funcionarios públicos, complementariamente desarrolla una definición de los alcances de la censura previa en los medios de comunicación. Al respecto los artículos más importantes de este Proyecto son:  

“Art. 18.- Prohibición de censura previa por autoridades o funcionarios públicos.- Queda prohibida la censura previa, esto es, la revisión, aprobación o desaprobación por parte de una autoridad o funcionario público, de los contenidos previos a su difusión a través de cualquier medio de comunicación.

Las autoridades o funcionarios públicos, que realicen censura previa o ejecuten actos conducentes a realizarla de manera indirecta, serán sancionados administrativamente por el Consejo de Regulación y Desarrollo de la Comunicación con una multa de dos a seis meses de su remuneración total, sin perjuicio de que la autoridad o el funcionario responda judicialmente por la comisión de delitos y/o por los daños causados y por su reparación integral.

Art. 19.- Protección contra la censura previa de los medios de comunicación.-Se entenderá por censura previa de los medios de comunicación social la suspensión de la publicación de un artículo previamente establecido, o la cancelación injustificada de la emisión de un programa previsto en la programación regular de los medios audiovisuales”
.

4.2. Evidencia débil y argumentación de índole política (y no jurídica) respecto de abusos cometidos contra periodistas y medios privados.

4.2.1. Asesinatos, agresiones y amenazas contra periodistas y otras situaciones relevantes

El Estado ecuatoriano y, particularmente el Gobierno de la Revolución Ciudadana, ha mantenido de manera permanente su compromiso con la garantía de los derechos fundamentales de la población en general, particularmente mediante medidas destinadas a evitar la impunidad en hechos de violencia y para garantizar la vigencia y la aplicación del derecho, garantizando el acceso a la justicia, a la verdad y a la prevención y sanción del delito. 

En lo que respecta a la seguridad de los periodistas, en particular, el Ecuador ha sido respetuoso de los compromisos adquiridos en el marco de la Organización de la Naciones Unidas –especialmente en el seno del Consejo de Derechos Humanos de dicha organización- y en el ámbito interamericano. Dicho compromiso se ha evidenciado durante los últimos años, en los que ha existido una clara voluntad por parte del Ministerio del Interior –varias veces expresada de manera directa por el titular de esa Cartera de Estado- de investigar las denuncias de amenazas, agresiones e intimidaciones contra periodistas y los lamentables casos de asesinatos de los mismos, con el fin de determinar el origen de dichas acciones; es decir,  si éstas están vinculadas o no a sus labores de comunicación, sancionar a los responsables y brindar la protección debida a los comunicadores, garantizando sus derechos a la vida, la integridad y la seguridad, entre otros. 

No obstante, es necesario mencionar que en los casos señalados en el acápite E del Informe sobre Ecuador, referente a ‘Agresiones y amenazas contra periodistas’, no se establece de manera clara –como se lo hace en el análisis de las situación de otros países presentado en este mismo Informe- que dichos hechos que han puesto en riesgo la seguridad de los comunicadores han sido originados en actores particulares, cuyos intereses se han visto amenazados por la información difundida en los diferentes medios de comunicación social. Así, al introducir la temática presentando un supuesto panorama de ‘alta polarización social’, lleva a pensar que en el Ecuador existiría una persecución y amenaza sistemática en contra de los comunicadores y periodistas, cuando lo que en realidad ha sucedido es que, los casos señalados, responden a situaciones aisladas en las que los agentes particulares objeto de investigación periodística –proveniente, ya sea de medios privados como públicos- han incurrido en dichas represalias y hostigamientos por ver amenazados sus intereses -ilícitos, en la mayoría de esos casos-.

Asimismo, bajo el acápite I. ‘Otras situaciones relevantes’, llama la atención que en los casos conocidos como ‘Los 10 de Luluncoto’ y ‘Caso Cofiec’, se busque sugerir actuaciones arbitrarias por parte del Estado ecuatoriano y, especialmente, por parte del Poder Ejecutivo. Cabe señalar que los casos a los que se hace mención y la información que se proporciona en los párrafos 242 y 245 del Informe, corresponde a procesos judiciales que, en el momento en que se ha recopilado la información, estaban en curso. Por esa razón, resulta improcedente que se adelanten conclusiones o que se pretenda orientar una opinión sobre los mismos, en el sentido de que la Fiscalía General del Estado hubiese actuado de manera arbitraria o carente de fundamentos, coartando la libertad de asociación –en el caso ’10 de Luluncoto’- o impidiendo la libre circulación de información –en el ‘Caso Cofiec’-. La mención de dichos casos carece de una contextualización adecuada en el sentido de que correspondían a procesos judiciales en curso de investigación y que, por lo tanto, el manejo de la información relativa a los mismos se encontraba sujeta a normas procesales penales, las mismas que son de observancia imperativa para no afectar la investigación judicial.

En consecuencia, el Ecuador rechaza toda información que pretenda sugerir que en el país los periodistas, los medios privados y comunicadores en general, son objeto de persecución, vigilancia u hostigamiento por parte del Estado o del Gobierno, y reitera su compromiso ya demostrado con la investigación judicial de los casos denunciados para que los mismos no queden en la impunidad. Asimismo, el Ecuador rechaza toda sugerencia –tácita o expresa- de que en el país se coarte el derecho de asociación y la libre circulación de información, más aún cuando se omite la adecuada contextualización de los casos expuestos.

4.3. Comparativa de informe respecto de otros países: EE.UU.

Estados Unidos constituye un caso particular en el contexto de la Organización de Estados Americanos (OEA). La sede de este organismo se encuentra en Washington D.C., y los Estados Unidos es el principal contribuyente al Fondo Regular de la OEA (2012)
, con una aportación de casi el 60% del presupuesto anual total del organismo.

Por otra parte, el caso de los Estados Unidos también representa una conspicua anomalía respecto de su inserción en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH). A pesar de no ser el único Estado que no ha ratificado la Convención Americana sobre Derechos Humanos, conocida como Pacto de San José de Costa Rica, la sede de uno de los dos órganos medulares de dicho sistema, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, también tiene su sede en Washington D.C.

Es sabido que el cumplimiento de las decisiones de la Corte y seguimiento de las recomendaciones de la Comisión sólo es verdaderamente exigible a los Estados Partes de la Convención Americana, y a aquellos que reconocen la jurisdicción de la Corte. Es decir, no existe manera de obligar a un Estado que no es parte de la Convención, por ejemplo Estados Unidos, a cumplir las recomendaciones de los organismos hemisféricos de defensa de los derechos humanos.

Dicho todo lo anterior, cabe mencionar que la Relatoría Especial sobre la Libertad de Expresión también incluye en sus informes anuales la situación de la libertad de expresión en los Estados Unidos, lo que en opinión del Ecuador supone un ejercicio saludable que consolida una opinión mayoritaria entre los países miembros de la OEA, en el sentido de avanzar hacia la universalidad en la ratificación y aplicación de los principios e instrumentos de protección de los derechos humanos en la región. Este ejercicio es tanto más valioso cuanto es público y notorio que la política de los Estados Unidos respecto de los instrumentos hemisféricos de derechos humanos siempre ha sido la de una firme oposición a ratificar resoluciones que buscan fomentar la firma, ratificación o adhesión, de dichos instrumentos.

Sin embargo, el tratamiento de la libertad de expresión en los Estados Unidos en el informe de la Relatoría sobre la Libertad de Expresión es una muestra palmaria del doble rasero y el sesgo de raíz ideológica que lastra dicho documento. Sin intención de plantear un caso de agravio comparativo, pero sí de apoyar los distintos argumentos expuestos en el presente documento que, tomados en su conjunto, plantean un cuestionamiento integral de las conclusiones de la sección dedicada al caso del Ecuador, se expondrán a continuación algunas de las observaciones al tratamiento de la situación de la libertad de expresión en los Estados Unidos en el informe de la Relatoría.

4.3.1. Caso Bradley Manning

El tristemente famoso video titulado “Collateral Murder”
, filtrado por WikiLeaks el 5 de abril de 2010, es una grabación de 39 minutos donde se recoge el episodio del ametrallamiento, desde un helicóptero de combate AH-64 del ejército estadounidense, de un grupo de personas en Al-Amin al-Thaniyah, Bagdad, el 12 de julio de 2007, en plena ocupación de Irak por parte de las tropas de los Estados Unidos. Entre las 12 personas asesinadas, se encontraban dos reporteros de la agencia Reuters, Namir Noor-Elden y Saeed Chmagh
.

Apenas un mes después de la filtración del video en mención, se produjo la detención del soldado Bradley Manning, un soldado estadounidense que servía en Irak como especialista de inteligencia, acusado de haber proporcionado abundante información confidencial –cables diplomáticos, informes del ejército de los Estados Unidos-, en lo que se considera la mayor filtración de documentos clasificados de la historia.

Desde julio de 2010, y durante casi un año, Bradley Manning tuvo que soportar condiciones extremas de confinamiento en soledad en la cárcel militar de Quantico, Virginia. Sus condiciones de internamiento han sido denunciadas por multitud de personalidades
 y organizaciones de defensa de los derechos humanos. Por ejemplo, en enero de 2011, Amnistía Internacional instó a las autoridades estadounidenses a que “[…] suavicen las duras condiciones de prisión preventiva en que se encuentra Bradley Manning, el soldado acusado de filtrar información a WikiLeaks”
.

Adicionalmente, el Relator Especial sobre la cuestión de la Tortura de las Naciones Unidas, Juan Méndez, denunció, en abril de 2011 la falta de receptividad del Gobierno de los Estados Unidos “para autorizar una reunión confidencial con el Sr. Manning”
. Literalmente, el propio Relator Especial expresó que estaba “profundamente decepcionado y frustrado por la prevaricación del gobierno de los EE.UU. respecto a mis intentos de visitar al Sr. Manning”
. El Sr. Méndez habría intentado conseguir esa autorización desde diciembre de 2010. 

Hasta la fecha, dicho encuentro en absoluta privacidad –la ausencia de la cual constituiría una violación de los procedimientos universalmente establecidos en el ámbito de los organismos de derechos humanos- no ha sido autorizado por las autoridades estadounidenses, lo que no ha sido obstáculo para que el Relator Especial contra la Tortura se haya manifestado públicamente sobre el caso Manning. Efectivamente, el 29 de febrero de 2012, el adendo al Informe del Relator Especial Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, relativo al ejercicio 2011, contenía las siguientes afirmaciones:

“170. « […][e]l confinamiento en soledad es una severa medida que puede ocasionar graves efectos adversos de índole psicológica y fisiológica, independientemente de sus condiciones específicas». Además, «dependiendo del motivo específico para su aplicación, condiciones, duración, efectos y otras circunstancias, el confinamiento en soledad puede constituir una violación del artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y un acto definido en el artículo 1 o el artículo 16  de la Convención contra la Tortura ((A/66/268, párrafos 79 and 80).» […] El Relator Especial concluye que la imposición de serias condiciones punitivas de detención sobre una persona que no ha sido encontrada culpable de ningún crimen constituye una violación de su derecho a la integridad física y psicológica, así como a su presunción de inocencia.”

En el transcurso del año 2012, ha habido no menos de cinco audiencias públicas, previas a la fijación de la fecha definitiva del juicio contra Bradley Manning
. Pues bien, el informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión no menciona ni una sola vez el caso del soldado Manning. Esta omisión es ciertamente grave, no solo porque el caso que nos ocupa es, probablemente, uno de los más publicitados, conocidos y debatidos tanto en la prensa internacional como en otros foros públicos a nivel global, sino porque otros órganos de defensa de derechos humanos –en este caso, la Relatoría Especial contra la Tortura de las Naciones Unidas- ha sido especialmente crítica respecto del tratamiento recibido por el soldado Manning en las distintas fases de su internamiento en prisión preventiva.

Por otra parte, hay que recalcar que, tal y como fue reflejado en la declaración conjunta del Relator Especial de las Naciones Unidas para la Protección y Promoción del Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión Relatora Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, publicado el 21 de diciembre de 2010 (y posteriormente incluido en el párrafo 261 del informe de la Relatoría), “(l)os denunciantes ("whistleblowers") que, siendo empleados gubernamentales, divulguen información sobre violaciones del ordenamiento jurídico, casos graves de corrupción, la existencia de una amenaza grave para la salud, la seguridad o el medio ambiente, o violaciones de derechos humanos o del derecho internacional humanitario deberán estar protegidos frente sanciones legales, administrativas o laborales siempre que hayan actuado de buena fe. Cualquier intento de imponer sanciones ulteriores contra quienes difunden información reservada debe fundamentarse en leyes previamente establecidas aplicadas por órganos imparciales e independientes con garantías plenas de debido proceso, incluyendo el derecho de recurrir el fallo.”
 

A este respecto, es importante mencionar que la defensa del acusado afirmó, en agosto de 2012, tener información fidedigna de que la orden de someter al soldado Manning a un trato degradante y a condiciones de castigo especialmente severas durante su periodo de confinamiento en solitario partió de un oficial de alto rango
, en lo que constituiría una “«violación flagrante» del derecho de su cliente a no ser castigado antes de ser juzgado”
.  La constatación de ese hecho habría llevado a la defensa del acusado a plantear la solicitud de la retirada de todos los cargos contra el soldado Manning, en julio de 2012
. La gravedad de estos hechos, al parecer, no revistió la suficiente importancia para la oficina de la Relatora contra la libertad de expresión como para ser incluidos en el informe anual de la oficina que dirige.

Para poner, además, en su justa dimensión la gravísima omisión de este caso por parte de la  Relatoría, también es preciso mencionar que el caso Manning no ha recibido ni una sola línea en los tres informes que han abarcado el periodo en que ha transcurrido el caso, hasta la actualidad –esto es, los informes de la Relatoría de los años 2010, 2011 y 2012- . Incluso, ninguno de los comunicados de prensa emitidos por la Relatoría se han referido a este caso.

La omisión del caso Manning produce aún mayor perplejidad si consideramos que el caso de John Kiriakou, de mucha menor relevancia mediática, pero similar respecto a los delitos que se imputan al acusado, sí ha sido reflejado en el informe de la Relatoría
. El ex agente de la CIA John Kiriakou habría sido acusado de filtrar documentos a la prensa relativos a prácticas de tortura contra sospechosos de terrorismo durante la administración de George Bush. Finalmente, tras colaborar con la justicia estadounidense, las partes habrían acordado una pena de 30 meses de prisión, pendiente de ratificación. Llama la atención que un tratamiento calificado por el Relator Especial contra la Tortura de Naciones Unidas como constitutivo de trato degradante, susceptible de ser calificado como tortura, no haya merecido la atención de la Relatoría, en relación a otro caso similar y, al menos en apariencia, mucho menos grave. ¿Cuáles han sido los criterios que han llevado la inclusión de un caso, y no del otro? No es posible saberlo con exactitud, ya que, como se ha dicho anteriormente en este documento, los procedimientos que sigue la Relatoría no son públicos.

Por otra parte, no está de más reseñar que los crímenes plasmados con inusitada crueldad en el video “Collateral Murder” siguen impunes. Los responsables de las muertes de civiles y de los dos periodistas de la agencia Reuters han evadido, hasta la fecha, la acción de la justicia. 

4.3.2. Casos WikiLeaks y Julian Assange

Las consecuencias del caso “Collateral Murder” y de la filtración de documentos confidenciales, posteriormente diseminados por la organización WikiLeaks, ha tenido consecuencias de largo alcance, no sólo en lo referido al caso Manning. La información publicada a través de la red por WikiLeaks y por otros medios, tanto medios de comunicación privados como diversas instancias, sea organizaciones, sea particulares, no sólo ha impactado a la opinión pública mundial al conocerse los pormenores de operaciones militares que podrían constituir delitos de lesa humanidad o crímenes de guerra, sino que ha puesto en primera página el debate sobre los límites del acceso a la información, sobre el papel de los denunciantes (whistleblowers) a la hora de revelar información referida a graves violaciones de los derechos humanos y sobre el derecho de la ciudadanía a acceder a dicha información.

En ese sentido, el caso de la organización WikiLeaks, así como el del ciudadano australiano Julian Assange, actualmente asilado en la embajada ecuatoriana en Londres, son un ejemplo de los riesgos que corren aquellas personas y organizaciones que, cumpliendo una función socialmente imprescindible, denuncian públicamente gravísimos hechos y excesos por parte de actores públicos y privados, en ocasiones constitutivos de graves violaciones a los derechos humanos. La utilización, incluso de manera ilegal, del poder del Estado y de sus instituciones políticas y jurídicas contra sus actividades, así como la acción contraria a derecho de poderosos agentes privados, suponen un gravísimo atentado no sólo contra la libertad de expresión, sino contra el derecho a la información veraz de la ciudadanía.

En una reciente entrevista concedida al canal Democracy Now! desde la embajada ecuatoriana en Londres, Julian Assange denunciaba, en sus propias palabras, los “ataques en todos los frentes contra WikiLeaks –criminal, hacia su reputación, financiero- en muchos países”
. Si bien no es posible demostrar que existe una acción coordinada por parte de todos los actores, tanto en los distintos ámbitos nacionales donde se ha manifestado la persecución a WikiLeaks y a las personas asociadas a la organización, como en un ámbito global, sí es cierto que WikiLeaks ha sido un blanco repetido de ataques, por parte tanto de actores públicos como privados.

En primer lugar, hay que mencionar los repetidos ataques contra la persona de Julian Assange vertidos, en los días y semanas anteriores y posteriores a la publicación de los cables diplomáticos, en la filtración conocida como Cablegate, en noviembre de 2010, por distintas personalidades políticas –como la senadora demócrata Dianne Feinstein
o el ex Presidente de la Cámara de Representantes de los Estados Unidos y pre candidato republicano a la presidencia, Newt Gingrich
. Ambos funcionarios llamaron a la aplicación de la Ley de Espionaje, de 1917, contra él
, y Gingrich, en particular, llegó a calificar los actos de Assange como una “traición”
. A estas voces se unieron otras, mucho más virulentas,  como la de la ex candidata a la vicepresidencia de los Estados Unidos, la republicana Sarah Palin, que directamente llamó a la ejecución extrajudicial de Julian Assange
.

Aunque no puede establecerse una relación causal entre dichas reacciones y los hechos posteriores, lo cierto es que pocas semanas después de la publicación de los cables diplomáticos, en diciembre de 2010, se constató el inicio de actividades de un gran jurado en Alexandria, Virginia, para considerar la presentación de cargos criminales contra Julian Assange
. La noticia saltó a la luz pública pocos días antes de la comparecencia de Julian Assange ante un juez londinense para responder a las acusaciones formuladas en su contra en Suecia, por supuestas agresiones sexuales contra dos mujeres. También, se conoció que el gran jurado constituido para investigar las actividades de WikiLeaks podría estar considerando la aplicación de la Ley de Espionaje de 1917
, bajo el supuesto de que personal afiliado a WikiLeaks, incluso el propio Julian Assange, proveyeron la asistencia necesaria a Bradley Manning para desencriptar la información secreta, y luego diseminarla. Incluso, el Fiscal General del Estado, Eric Holder, habría admitido haber autorizado a los investigadores a su cargo a “tomar pasos significativos”
 en el caso, sin especificar cuáles. Otras fuentes familiarizadas con el proceso, según la misma información, habrían declarado que se estaría buscando un gran impacto, a través de una condena ejemplarizante de Julian Assange, consiguiendo así aplacar las críticas furibundas provenientes de los sectores más conservadores del espectro político y mediático, pero también infundiendo el suficiente temor en posibles imitadores de las acciones de WikiLeaks, y prevenir así futuras filtraciones
.

En este punto, conviene detenerse en dos puntos importantes para conocer la dimensión de las medidas legales que se estarían desplegando en contra de WikiLeaks y Julian Assange. En primer lugar, conviene destacar que un gran jurado – órgano que no existe en ningún otro país del mundo, salvo en los Estados Unidos- es una instancia que tiene como misión principal investigar indicios que podrían conducir a un proceso criminal. Los críticos de esta institución
 alegan una amplia discrecionalidad por parte del gran jurado , en particular en lo que se refiere a la emisión de citaciones o requerimientos para testificar o aportar documentación (subpoena), la capacidad para dictar medidas de privación de libertad, el secretismo con que se conducen las sesiones –en las cuales no se permite la presencia de abogados defensores-, o la no aplicación de la regla de exclusión
, por la cual se admite evidencia ilegalmente obtenida en el transcurso de los interrogatorios. Todo ello, junto a otras circunstancias, podría resultar en la completa indefensión de las personas investigadas, lo que ha llevado a pensar a algunas personas y organizaciones que los grandes jurados “han sido usados por el Gobierno [de los Estados Unidos] para recopilar información sobre movimientos políticos y para atacar a dichos movimientos causando miedo y desconfianza”
.

En segundo lugar, la Ley de Espionaje (Espionage Act) es una ley promulgada en 1917, poco después de que los Estados Unidos entraran en la I Guerra Mundial. Esta misma ley fue la que permitió ejecutar, por primera vez, a civiles condenados por un caso de espionaje. En 1951, el matrimonio Rosenberg
 acabó en la silla eléctrica por revelar secretos militares relacionadas con la bomba atómica a la Unión Soviética. Existen, además, precedentes históricos de situaciones en las que, a través de la utilización de la Ley de Espionaje, el derecho a la libertad de expresión (protegido por la Primera Enmienda a la Constitución de los EE.UU.) se ve limitado frente a situaciones que pudieran poner en peligro la seguridad nacional, en particular cuando se demostrase un “peligro claro y presente”.

Teniendo en cuenta este cúmulo de factores, que crearon la sensación en Julian Assange de ser objeto de una persecución de índole política, y más aún teniendo como referencia el desarrollo de los acontecimientos del caso del soldado Bradley Manning, el Sr. Assange tomó la decisión de refugiarse en la embajada del Ecuador en Londres, el 19 de junio de 2012. 2 meses después, el 16 de agosto de 2012, el Gobierno ecuatoriano le concedió el asilo político que había solicitado
.

Como se ha dicho anteriormente, la presión de los poderes y de ciertos servidores públicos no ha sido la única que han tenido que soportar la organización WikiLeaks y las personas afiliadas a ella. Desde noviembre de 2010, WikiLeaks se ha visto sometida a un severo “embargo financiero”
, producido por la negativa de proveedores globales de servicios financieros a canalizar donaciones hacia la organización
. Los hechos se desencadenaron, según identifica WikiLeaks, con una misiva dirigida por el Departamento de Estado de los Estados Unidos a los abogados de Julian Assange, acusándole veladamente de comisión de delitos
. En los tres meses siguientes, algunas de las compañías globales líderes en el sector de los servicios financieros a través de la Red –Amazon, PayPal, Visa, Mastercard, Bank of America, American Express, entre otras- dejaron de prestar sus servicios a WikiLeaks.

Poco después, en noviembre de 2010, se supo que detrás de la decisión de algunas de las compañías más importantes podrían estar los esfuerzos de dos altos cargos públicos del Congreso estadounidense, Joe Lieberman (independiente, Senado) y Peter King (republicano, Cámara de Representantes)
. Ambos cargos públicos intentaron, con aparente éxito, obviar los procedimientos establecidos respecto de la imposición de sanciones económicas a través de regulaciones restrictivas sobre movimientos de capital, lo cual es prerrogativa exclusiva del Departamento del Tesoro
. Se calcula que WikiLeaks ha dejado de percibir unos USD 50 millones, ya que el bloqueo financiero ha supuesto la pérdida del 95% de los ingresos de la organización
.

El 9 de diciembre de 2010, la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Navi Pillay, expresó su preocupación ante “los informes de presiones ejercidas sobre compañías privadas para concluir la prestación de servicios financieros o de internet a WikiLeaks”
. Además, la Alta Comisionada manifestó que, “tomadas en su conjunto, las medidas podrían ser interpretadas como un intento para evitar las publicaciones de WikiLeaks, violando así su derecho a la libertad de expresión”
.

La respuesta de WikiLeaks ante estos esfuerzos por asfixiar a la organización financieramente, fue acudir a los tribunales ordinarios de justicia. Una reciente sentencia del Tribunal Supremo islandés
 ha obligado a Visa a volver a prestar servicios financieros, tanto a donantes como a la propia organización.

La publicidad y notoriedad de estos acontecimientos, debido al altísimo perfil mediático de Wikileaks a nivel global y a la gravedad de los hechos contenidos en los documentos filtrados a la opinión pública desde que la organización comenzó a operar, en 2006, hacen aún más difícil de comprender por qué la Relatoría para la Libertad de Expresión ha excluido, voluntaria o involuntariamente, el caso en cuestión de su informe anual. Asimismo, también resulta incomprensible la arbitrariedad con que la Relatoría decide, con la excepción de un declaración conjunta emitida en diciembre de 2010 (en la que, por cierto, no se menciona ni una sola vez al Gobierno de los Estados Unidos), no emitir sus opiniones o compartir sus criterios respecto de los dos casos planteados en esta sección. Máxime cuando, en la mencionada declaración, y en abierta contraposición con la inmensa mayoría de argumentos críticos con la actuación de WikiLeaks, se afirma: “Resulta contrario a los estándares internacionales considerar información reservada o clasificada la referente a violaciones de derechos humanos”
.
En rigor, cabe apuntar que una información referida a Julian Assange y WikiLeaks fue incluida en el informe anual relativo al año 2011. Es llamativo, sin embargo, que el aspecto que la Relatoría decide comentar sea el requerimiento realizado por el Departamento de Justicia a una empresa relacionada con la red social Twitter, en el sentido de requerir los datos personales de individuos relacionados con WikiLeaks (entre ellos, el propio Julian Assange)
. No hay alusión alguna a ninguno de los aspectos mencionados en esta sección, salvo la alusión a las declaraciones del Fiscal General, Eric Holder, sobre el inicio de las pesquisas para conocer el alcance delictivo de las acciones de WikiLeaks y de Julian Assange. En este punto, puede comprobarse que las dos referencias utilizadas por la Relatoría son dos noticias del diario New York Times
, aparecidas sólo una y dos semanas antes, respectivamente, de que los titulares de los diarios de todo el mundo reflejaran el inicio de actividades del gran jurado de Alexandria, Virginia, circunstancia que no se refleja, en absoluto, en el informe.

¿Es esta, realmente, la capacidad que tiene la Relatoría para recopilar información sensible respecto de temas de alcance global, como los casos Manning, WikiLeaks y Julian Assange? Y, si su capacidad de recibir información a través de su “amplia red de contactos y de fuentes” es, como lo demuestra en otras secciones de su informe anual, muy superior a lo demostrado en la sección dedicada a los Estados Unidos, ¿a qué responde tal arbitrariedad? ¿Por qué la Relatoría se abstiene de mencionar las gravísimas restricciones al ejercicio a la libertad de expresión analizadas en esta sección?

4.3.3.  El derecho a la libertad de expresión: daño colateral

Una de las principales controversias que afecta al ejercicio de la libertad de expresión en la región es la referida al precario balance que, a duras penas, se mantiene entre la necesidad de garantizar el acceso a una información veraz y oportuna (sobre todo, de aquella información que está en manos de los poderes públicos) y el derecho a la libertad de expresión, de un lado, y del otro, la imposición de unos límites necesarios que cumplen la función de proteger un bien público, como puede ser la seguridad nacional, los derechos e incluso la integridad de las personas. En esta sección, se ha intentado analizar el tratamiento de la situación de la libertad de expresión reflejado en el informe anual de la Relatoría, relativo a los Estados Unidos, incorporando como punto de anclaje analítico la consideración de dos de los casos que han levantado una mayor controversia en los últimos años, como son los de Bradley Manning y de WikiLeaks/Julian Assange. Este ejercicio ha pretendido poner de manifiesto cuál es el posicionamiento de la Relatoría para la Libertad de Expresión respecto de la controversia mencionada al principio de este párrafo.

Los casos planteados ubican en primera línea del debate público la importancia de la transparencia y la posibilidad efectiva de que tanto actores públicos como privados sean capaces de rendir cuentas a la ciudadanía por sus actividades. Sólo así, la cooperación necesaria entre actores públicos, sociedad civil, y otros actores sociales, conseguirá fortalecer progresivamente la garantía del cumplimiento y el ejercicio de derechos, así como la propia democracia. 

Lastimosamente, el análisis que aquí se ha ofrecido muestra que la incapacidad, por parte de la Relatoría, de ofrecer un tratamiento adecuado, ponderado, acorde con la gravedad, relevancia y alcance de los casos aquí planteados, es manifiesta. Ambos casos, llenos de evidencias o, en el mejor de los casos, serios indicios de violaciones graves del derecho a la libertad de expresión (y de otros derechos humanos fundamentales), plantean serias cuestiones sobre los límites que deben imponerse al ejercicio del poder para evitar, precisamente, los excesos y los abusos en que pueden incurrir tanto actores públicos como privados a la hora de preservar sus intereses, imponiendo a toda costa un velo de secreto sobre sus actividades más comprometidas para evitar ser sometidos a una rendición periódica de cuentas por parte de la ciudadanía.

Con su tratamiento parcial, sesgado y superficial, la Relatoría para la Libertad de Expresión, un órgano central en el entramado que sostiene y promueve el ejercicio de los derechos humanos en la región, manifiesta su voluntad de inhibirse de este debate. O, en el peor de los casos, de no tomar partido a favor de las partes que, como se ha demostrado arriba, son objeto de acoso, abusos y persecuciones.

Sólo así pueden interpretarse las omisiones señaladas en los párrafos anteriores, tan clamorosas, que son imposibles de contener en la nota de descargo que utiliza la Relatoría para justificarlas, recurriendo a un opaco proceso de verificación de la información. Sólo así puede interpretarse el hecho de que en la declaración conjunta firmada con el Relator Especial de las Naciones Unidas para la Libertad de Expresión, publicada en 2010, que supone el único documento donde se trata el caso WikiLeaks, se ponga más énfasis en recalcar el “estricto régimen de excepciones” que debe aplicarse a la hora de acceder a información en manos de autoridades públicas”, en los “mecanismos periodísticos de autorregulación” y las “buenas prácticas” resultantes, imprescindibles para asegurar que “la información publicada sea precisa, presentada imparcialmente”
. 

Esta actitud, y estas manifestaciones, contrastan poderosamente con casos como el del Ecuador, donde las posturas de la Relatoría, tanto en el informe como en otros documentos donde se posiciona su criterio, son asombrosamente especulares en este punto: en el caso del Ecuador, en ningún caso se les reclama a los medios de comunicación privados que “la información publicada sea precisa, presentada imparcialmente”, mientras que sí se le exige al Gobierno y a los funcionarios públicos un apego estricto a determinados límites, para no utilizar “expresiones estigmatizantes” contra periodistas o medios de comunicación, y tampoco cometer “agresiones o insultos contra medios y periodistas”. ¿Acaso maneja el mismo rasero la Relatoría, cuando decide ignorar las incitaciones al asesinato contra Julian Assange emitidas por toda una ex gobernadora de un Estado y ex candidata a la vicepresidencia de los Estados Unidos? ¿Acaso no es una declaración estigmatizante el ser catalogado de “traidor” por el ex Presidente de la Cámara de Representantes? ¿Acaso son admisibles las condiciones de aislamiento extremo, los abusos y los castigos sin juicio previo de que ha sido objeto el soldado Manning, aun no siendo culpable de delito alguno? El doble rasero, la consideración asimétrica de eventos similares, apoyando de ese modo determinadas agendas políticas de parte, en nada contribuye a la protección de un bien tan valioso como el derecho a la libertad de expresión.

Con este tratamiento de los casos señalados, en el marco del análisis de la situación de la libertad de expresión de un país que no sólo no ha ratificado la totalidad de los instrumentos hemisféricos de protección de los derechos humanos, sino que además mantiene una política absolutamente inmovilista y contraria a la promoción de la universalidad en este sentido, como es el caso de los Estados Unidos, la Relatoría incurre en una dejación de funciones, y se presta a prestar un apoyo político implícito, que resultan absolutamente contraproducentes, si lo que busca es la promoción del derecho a la libertad de expresión en la región, así como “[…]entablar un diálogo constructivo con los Estados miembros de la OEA que visibilice los avances reportados, pero también los problemas y los desafíos afrontados durante el período
”.
5. Conclusiones

La conclusión principal de este documento, que contiene el conjunto de observaciones que el Estado ecuatoriano ha considerado pertinente plantear al informe Anual de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, relativo al año 2012, es que dicho informe carece de la  suficiente calidad, de acuerdo a los estándares internacionales fijados en múltiples acuerdos internacionales, tanto en el ámbito del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, como en el Sistema de la Organización de Estados Americanos, así como en el Sistema de Naciones Unidas, en particular en el ámbito de la Comisión de Derechos Humanos. Sus graves falencias,y la falta de rigor desde el punto de vista de la metodología aplicada, así como el pronunciado sesgo en el posicionamiento de las cuestiones planteadas respecto del caso del Ecuador, y en particular en relación a otros casos, como el de los Estados Unidos, no contribuyen a mejorar la situación de la libertad de expresión en la región y, por añadidura, afectan gravemente el mismo funcionamiento del sistema para la protección y promoción de la misma. 
Por todo le expuesto a lo largo del presente informe, el Ecuador considera que la Relatoría ha actuado sin rigor en la recopilación de la información sobre este importante tema, y ha difundido información inexacta y descontextualizada que afecta injustificadamente la imagen del Gobierno del Ecuador, por lo que instamos a la Relatoría y a la CIDH a tomar las medidas que sean necesarias para corregir estos errores a la brevedad posible y evitar su futura reiteración, ya que lamentablemente restan credibilidad y confianza en el trabajo de ambos organismos.

Por otro lado, y con un afán de contribuir al mencionado “diálogo constructivo con los Estados miembros de la OEA que visibilice los avances reportados, pero también los problemas y los desafíos afrontados durante el período”, que el Ecuador considera absolutamente necesario, el Estado ecuatoriano desea realizar las siguientes recomendaciones para la elaboración de futuros informes:

· Acometer una revisión profunda de la metodología para la elaboración de futuros informes, que incorpore los estándares internacionales vigentes en materia de recopilación, sistematización, análisis y presentación de resultados sobre la situación de la libertad de expresión en la región.

· Elaborar y aprobar un reglamento propio, al estilo del de la Comisión de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, en el que queden perfectamente establecidos los criterios, metodología y precauciones relevantes a la hora de acopiar, sistematizar y presentar información relevante.

· Visibilizar y dotar de mayor transparencia al proceso de recopilación y verificación de información, en particular a la hora de determinar las fuentes y referencias de las que emana dicha información;

· En línea con el punto anterior, ampliar las redes de contactos, informadores y fuentes, incorporando a otros actores de afiliación, intereses y posicionamiento ideológico y político diverso, para enriquecer el proceso de recopilación de información y perfeccionar el mecanismo de reporte y de rendición de cuentas de la propia Relatoría.

· Mejorar el diálogo institucional y formal entre Relatoría y Estados, que redunde en una mayor calidad y veracidad de la información publicada en el informe anual de la Relatoría. En este particular, el Estado ecuatoriano se permite recomendar que se tenga en cuenta el Código de conducta para los titulares de mandatos de los procedimientos especiales del Consejo de Derechos Humanos. A/HRC/5/21, 18 de junio de 2007, que en su artículo 13, acápite c), especifica que los titulares de mandatos deben “(v)elar porque las autoridades de los Estados de que se trate sean las primeras en tener conocimiento de sus conclusiones y recomendaciones en relación con dicho Estado y dispongan de tiempo suficiente para dar una respuesta."

El Ecuador desea, asimismo, dejar expresa constancia de su mejor disposición para trabajar conjuntamente con la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión en el futuro, al tiempo que reitera su pedido a dicho organismo, de forma comedida pero firme, a que las imprecisiones, omisiones y errores detectados en el informe sean corregidos a la mayor brevedad posible, pues han afectado injusta e injustificadamente la imagen del Estado ecuatoriano, cuando es un Estado respetuoso de los derechos humanos en general, y de la libertad de expresión en particular.
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� El artículo 202 de la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas establece: “Art. 202.- El Consejo Nacional Electoral en la convocatoria para elecciones directas determinará la fecha de inicio y de culminación de la campaña electoral, que no podrá exceder de cuarenta y cinco días”. Disponible en: � HYPERLINK "http://aceproject.org/ero-en/regions/americas/EC/ecuador-ley-organica-electoral-codigo-de-la/view" �http://aceproject.org/ero-en/regions/americas/EC/ecuador-ley-organica-electoral-codigo-de-la/view�


� Corte Constitucional del Ecuador. 17 de octubre de 2012. Sentencia N.° 028-12-SJN-CC. Numeral 6 de la parte resolutiva. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gob.ec/images/stories/pdfs/028-12-SIN-CC.pdf" �http://www.corteconstitucional.gob.ec/images/stories/pdfs/028-12-SIN-CC.pdf�


� Asamblea Nacional del Ecuador. 15 de septiembre de 2009. Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación. Disponible en: � HYPERLINK "http://documentacion.asambleanacional.gov.ec/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/5a45f9bb-0a4b-49ae-9dc1-550843869577/Ley%20Org%c3%a1nica%20Comunicaci%c3%b3n" �http://documentacion.asambleanacional.gov.ec/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/5a45f9bb-0a4b-49ae-9dc1-550843869577/Ley%20Org%c3%a1nica%20Comunicaci%c3%b3n�; CIDH. Informe Anual 2011. Informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Capítulo II (Evaluación sobre el Estado de la Libertad de Expresión en el Hemisferio). OEA/Ser.L/V/II. Doc. 69. 30 de diciembre de 2011. Párrs. 209-213. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/anuales/2012%2003%2021%20Informe%20Anual%20RELE%202011%20impresion.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/anuales/2012%2003%2021%20Informe%20Anual%20RELE%202011%20impresion.pdf�; CIDH. Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Carta al Presidente de la Asamblea Nacional de la República del Ecuador sobre el Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación. 8 de diciembre de 2009; CIDH. Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Carta al Presidente de la Asamblea Nacional de la República del Ecuador sobre el Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación. 10 de agosto de 2010; CIDH. Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Carta al Presidente de la Asamblea Nacional de la República del Ecuador sobre el Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación. 15 de septiembre de 2011. Todas disponibles en: Archivo de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. 


� Los contenidos delictivos de los actuales artículos 230, 231 y 232 del Código Penal vigente, no son retomados en el proyecto de Código Orgánico Integral Penal.


� Asamblea Nacional del Ecuador. Proyecto de Ley Código Orgánico Integral Penal. Octubre de 2011. “Artículo 121.- Imputación calumniosa a la autoridad.- Serán reprimidos con pena privativa de libertad de uno a tres años y multa de una a diez remuneraciones básicas unificadas del trabajador privado en general, los que hubieren dirigido a la autoridad imputaciones que constituyan injuria calumniosa. // Si las imputaciones hechas a la autoridad constituyeren injurias no calumniosas, pero graves, las penas privativas de libertad serán de seis meses a dos años y multa de una a diez remuneraciones básicas unificadas del trabajador privado en general”. Disponible en: � HYPERLINK "http://documentacion.asambleanacional.gov.ec/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/233c7e51-a5a7-4c0e-a848-79e6ead28a9c/Ley%20del%20Código%20Orgánico%20Integral%20Penal" �http://documentacion.asambleanacional.gov.ec/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/233c7e51-a5a7-4c0e-a848-79e6ead28a9c/Ley%20del%20Código%20Orgánico%20Integral%20Penal�; Buró de Análisis Informativo. Proyecto del Código Penal Integral. 15 de octubre de 2012. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.burodeanalisis.com/2011/10/15/proyecto-de-codigo-penal-integral/" �http://www.burodeanalisis.com/2011/10/15/proyecto-de-codigo-penal-integral/�


� Asamblea Nacional del Ecuador. Proyecto de Ley Código Orgánico Integral Penal. Octubre de 2011. “Artículo 120.- Imputación privada.- Serán sancionados con uno a seis meses de prisión y multa de seis a doce dólares de los Estados Unidos de Norte América, los que hicieren la imputación privadamente, o en concurrencia de menos de diez personas”. Disponible en: � HYPERLINK "http://documentacion.asambleanacional.gov.ec/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/233c7e51-a5a7-4c0e-a848-79e6ead28a9c/Ley%20del%20Código%20Orgánico%20Integral%20Penal" �http://documentacion.asambleanacional.gov.ec/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/233c7e51-a5a7-4c0e-a848-79e6ead28a9c/Ley%20del%20Código%20Orgánico%20Integral%20Penal�; Buró de Análisis Informativo. Proyecto del Código Penal Integral. 15 de octubre de 2012. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.burodeanalisis.com/2011/10/15/proyecto-de-codigo-penal-integral/" �http://www.burodeanalisis.com/2011/10/15/proyecto-de-codigo-penal-integral/�


� Asamblea Nacional del Ecuador. Proyecto de Ley Código Orgánico Integral Penal. Octubre de 2011. “Artículo 126.- Injurias publicadas en el extranjero.- Las injurias, calumniosas o no, publicadas en órganos de publicidad del extranjero, podrán ser perseguidas contra las personas que hubieren enviado los artículos o la orden de insertarlos, o contribuido a la introducción o a la distribución de tales órganos en el Ecuador”. Disponible en: � HYPERLINK "http://documentacion.asambleanacional.gov.ec/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/233c7e51-a5a7-4c0e-a848-79e6ead28a9c/Ley%20del%20Código%20Orgánico%20Integral%20Penal" �http://documentacion.asambleanacional.gov.ec/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/233c7e51-a5a7-4c0e-a848-79e6ead28a9c/Ley%20del%20Código%20Orgánico%20Integral%20Penal�; Buró de Análisis Informativo. Proyecto del Código Penal Integral. 15 de octubre de 2012. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.burodeanalisis.com/2011/10/15/proyecto-de-codigo-penal-integral/" �http://www.burodeanalisis.com/2011/10/15/proyecto-de-codigo-penal-integral/�


� Asamblea Nacional del Ecuador. Proyecto de Ley Código Orgánico Integral Penal. Octubre de 2011. Artículo 121. Disponible en: � HYPERLINK "http://documentacion.asambleanacional.gov.ec/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/233c7e51-a5a7-4c0e-a848-79e6ead28a9c/Ley%20del%20Código%20Orgánico%20Integral%20Penal" �http://documentacion.asambleanacional.gov.ec/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/233c7e51-a5a7-4c0e-a848-79e6ead28a9c/Ley%20del%20Código%20Orgánico%20Integral%20Penal�; Buró de Análisis Informativo. Proyecto del Código Penal Integral. 15 de octubre de 2012. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.burodeanalisis.com/2011/10/15/proyecto-de-codigo-penal-integral/" �http://www.burodeanalisis.com/2011/10/15/proyecto-de-codigo-penal-integral/�


� Asamblea Nacional del Ecuador. Proyecto de Ley Código Orgánico Integral Penal. Octubre de 2011. “Artículo 125.- Inadmisibilidad de prueba.- Al acusado de injuria no calumniosa, no se admitirá prueba sobre la verdad de las imputaciones”. Disponible en: � HYPERLINK "http://documentacion.asambleanacional.gov.ec/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/233c7e51-a5a7-4c0e-a848-79e6ead28a9c/Ley%20del%20Código%20Orgánico%20Integral%20Penal" �http://documentacion.asambleanacional.gov.ec/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/233c7e51-a5a7-4c0e-a848-79e6ead28a9c/Ley%20del%20Código%20Orgánico%20Integral%20Penal�; Buró de Análisis Informativo. Proyecto del Código Penal Integral. 15 de octubre de 2012. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.burodeanalisis.com/2011/10/15/proyecto-de-codigo-penal-integral/" �http://www.burodeanalisis.com/2011/10/15/proyecto-de-codigo-penal-integral/�


� Asamblea Nacional del Ecuador. Proyecto de Ley Código Orgánico Integral Penal. Octubre de 2011. Artículo 126. Disponible en: � HYPERLINK "http://documentacion.asambleanacional.gov.ec/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/233c7e51-a5a7-4c0e-a848-79e6ead28a9c/Ley%20del%20Código%20Orgánico%20Integral%20Penal" �http://documentacion.asambleanacional.gov.ec/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/233c7e51-a5a7-4c0e-a848-79e6ead28a9c/Ley%20del%20Código%20Orgánico%20Integral%20Penal�; Buró de Análisis Informativo. Proyecto del Código Penal Integral. 15 de octubre de 2012. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.burodeanalisis.com/2011/10/15/proyecto-de-codigo-penal-integral/" �http://www.burodeanalisis.com/2011/10/15/proyecto-de-codigo-penal-integral/�


� CIDH 2012. Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 2012, volumen ii: informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, p. 104. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/anuales/Informe%20Anual%202012.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/anuales/informe Anual 2012.pdf�


� La Ley de Radiodifusión y Televisión vigente fue promulgada en el marco de una dictadura militar, mediante Decreto Supremo No. 256-A, por el General Guillermo Rodríguez Lara, el 18 de abril de 1975. Desde entonces se han realizado los siguientes procesos de reforma parcial: a) Ley Reformatoria a la Ley de Radiodifusión y Televisión, s/n, Registro Oficial 691, 9-V-1995; b) Decreto Ley 2000-1, Suplemento del Registro Oficial 144, 18-VIII-2000; y c) Ley 89-2002, Registro Oficial 699, 7-XI-2002.


� La Ley Especial de Telecomunicaciones se expidió en el marco de un proceso de privatización del sector y apertura de mercado de corte neoliberal, el  10 de agosto de 1992. Este proceso fue reforzado y perfeccionada por las reformas realizadas a esta ley que constan en el Registro Oficial No. 770 / 30 de agosto de 1995. Más tarde  se produjeron dos reformas parciales, la que consta en el Registro Oficial No. S-120 / 31 de julio de 1997, y la que consta en el Registro Oficial No. S-134 / 20 de agosto de 1997.


� Comisión de Auditoría de Concesiones de Frecuencias de Radio y Televisión, Informe Definitivo, pag, 256-257, Quito, 18 de mayo de 2009.


� UNESCO- PROGRAMA INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO DE LA COMUNICACIÓN, Análisis de Desarrollo Mediático Ecuador 2011, pag. 14 y 80, UNESCO, Quito, 2011.


� Cabe señalar que los canales de televisión vinculados al Grupo Isaías fueron incautados por el Estado ecuatoriano y permanecen bajo su administración, en razón de los perjuicios económicos que este grupo financiero causó a sus depositantes. Perjuicios que en su gran mayoría han tenido que ser pagados por el Estado a través de una institución, de vida temporal, que fue denominada Agencia de Garantía de Depósitos.


�Comisión de Auditoría de Concesiones de Frecuencias de Radio y Televisión, Informe Definitivo, pag, 249-250, Quito, 18 de mayo de 2009.


� Tobar Luis, “¿Qué pasa con el sistema financiero ecuatoriano?”, en Utopía: Revista de Formación y Cultura, N°34, septiembre-octubre 2004, Universidad Politécnica Salesiana UPS; pag. 41-45.


� Comisión de Auditoría de Concesiones de Frecuencias de Radio y Televisión, Informe Definitivo, pag, 249-250, Quito, 18 de mayo de 2009. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.ciespal.net/mediaciones/images/informe%20comisin.pdf" �http://www.ciespal.net/mediaciones/images/informe%20comisin.pdf�


� Ibídem


� Ibidem, pag. 13.


� FUNDAMEDIOS, La palabra rota: seis investigaciones sobre el periodismo ecuatoriano, pag. 118,  FUNDAMEDIOS, Quito, 2010.


� Ibídem, pag. 126.


� CHECA Fernando, “De � HYPERLINK "http://www.ciespal.net/mediaciones/index.php/investigacion/66-libertadexp.html" �Cómo viven y piensan la libertad de expresióny de prensa  los periodistas ecuatorianos�”, en Revista ECUADOR DEBATE, N° 75, pag. 123, Quito, diciembre de 2008.


� Ver Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación Art. 1, Asamblea Nacional del Ecuador, Quito, 11 de abril de 2012. 


� Ver Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación del Art. 17 al Art. 41, Asamblea Nacional del Ecuador, Quito,  11 de abril de 2012.   


� Ver Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación  Art. 41, Asamblea Nacional del Ecuador, Quito,  11 de abril de 2012


� “En el ámbito de la radio y teledifusión, según la estadísticas de diciembre de 2010 de la Superintendencia de Telecomunicaciones, existen 1205 radioemisoras en onda corta, AM y FM, y 444 canales de televisión, que incluyen estaciones matrices y repetidoras de señal abierta en VHF y UHF, tanto de propiedad privada, como pública y comunitaria. Según la misma fuente, el 83% de las televisiones son de propiedad privada, el 17% de servicio público y el 0% comunitarias. En cuanto a las radios el 89% son de naturaleza privada, 10.8% de servicio público y 0,2% comunitarias”. UNESCO- PROGRAMA INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO DE LA COMUNICACIÓN, Análisis de Desarrollo Mediático Ecuador 2011, pág. 13, UNESCO, Quito, 2011.


�  Ver indicador “2.1.1.- Regulaciones eficaces para impedir la indebida concentración de la propiedad y promover la pluralidad”. UNESCO- PROGRAMA INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO DE LA COMUNICACIÓN, Análisis de Desarrollo Mediático Ecuador 2011, pág. 79-80, UNESCO, Quito, 2011.


� Ver Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación, Art. 121, Asamblea Nacional del Ecuador, Quito,  11 de abril de 2012.


� Constitución de la República del Ecuador, Art. 312.


� Ver Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación, Art. 114, Asamblea Nacional del Ecuador, Quito,  11 de abril de 2012.


� Ver Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación, Disposición transitoria DÉCIMA, Asamblea Nacional del Ecuador, Quito,  11 de abril de 2012.


� Ver Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación, Art. 112, Asamblea Nacional del Ecuador, Quito,  11 de abril de 2012.


� Ver Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación, Art. 92, Asamblea Nacional del Ecuador, Quito,  11 de abril de 2012.


� Ver Proyecto de Ley Orgánica de Comunicación, Arts. 18 y 19, Asamblea Nacional del Ecuador, Quito,  11 de abril de 2012.


�Informe sobre el cumplimiento con el pago de cuotas al Fondo Regular de acuerdo con la resolución AG/RES. 1757 (XXX-O/00), modificada por la resolución AG/RES. 2157 (XXXV-O/05). Disponible en: � HYPERLINK "http://scm.oas.org/pdfs/2012/CP28847S.pdf" �http://scm.oas.org/pdfs/2012/CP28847S.pdf� 


� � HYPERLINK "http://www.collateralmurder.com/" �http://www.collateralmurder.com/�


� � HYPERLINK "http://www.cpj.org/2010/04/cpj-seeks-pentagon-investigations-in-iraq-journali.php" �http://www.cpj.org/2010/04/cpj-seeks-pentagon-investigations-in-iraq-journali.php�


� � HYPERLINK "http://www.guardian.co.uk/world/2011/apr/10/bradley-manning-legal-scholars-letter" �http://www.guardian.co.uk/world/2011/apr/10/bradley-manning-legal-scholars-letter�


� � HYPERLINK "http://www.es.amnesty.org/noticias/noticias/articulo/bradley-manning-esta-sufriendo-trato-inhumano/" �http://www.es.amnesty.org/noticias/noticias/articulo/bradley-manning-esta-sufriendo-trato-inhumano/�


� � HYPERLINK "http://www.ohchr.org/en/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=10932&LangID=E" �http://www.ohchr.org/en/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=10932&LangID=E�


� Ibídem.


� Alto Comisionado de las Naciones Unidas los Derechos Humanos, 2011. Informe del Relator Especial contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, adendo 4. A/HRC/19/61/Add.4. Disponible en � HYPERLINK "http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G12/110/40/PDF/G1211040.pdf?OpenElement" �http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G12/110/40/PDF/G1211040.pdf?OpenElement�


�� HYPERLINK "http://www.bradleymanning.org/learn-more/timeline-of-events" �http://www.bradleymanning.org/learn-more/timeline-of-events�


� Declaración conjunta del Relator Especial de las Naciones Unidas para la Protección y Promoción del Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión Relatora Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=829&lID=2" �http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=829&lID=2�. Énfasis (cursivas) añadido.


� � HYPERLINK "http://www.wired.com/threatlevel/2012/08/general-manning-jail-treatment/" �http://www.wired.com/threatlevel/2012/08/general-manning-jail-treatment/�
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� CIDH 2012. Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 2012, volumen ii: informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, p. 116. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/anuales/Informe%20Anual%202012.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/anuales/informe Anual 2012.pdf�


� � HYPERLINK "http://www.democracynow.org/2013/5/29/julian_assange_on_meeting_with_google" �http://www.democracynow.org/2013/5/29/julian_assange_on_meeting_with_google�
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� � HYPERLINK "http://www.newsmax.com/InsideCover/wikileaks-newt-gingrich-treason/2010/07/31/id/366209" �http://www.newsmax.com/InsideCover/wikileaks-newt-gingrich-treason/2010/07/31/id/366209�


� � HYPERLINK "http://online.wsj.com/article/SB10001424052748703989004575653280626335258.html" �http://online.wsj.com/article/SB10001424052748703989004575653280626335258.html�


� Ibídem


� � HYPERLINK "http://www.dailymail.co.uk/news/article-1334341/WikiLeaks-Sarah-Palin-demands-Julian-Assange-hunted-like-Al-Qaeda-terrorist.html" �http://www.dailymail.co.uk/news/article-1334341/WikiLeaks-Sarah-Palin-demands-Julian-Assange-hunted-like-Al-Qaeda-terrorist.html�


� � HYPERLINK "http://edition.cnn.com/2010/CRIME/12/13/wikileaks.investigation/index.html" �http://edition.cnn.com/2010/CRIME/12/13/wikileaks.investigation/index.html�


� � HYPERLINK "http://www.salon.com/2011/04/27/wikileaks_26/" �http://www.salon.com/2011/04/27/wikileaks_26/�


� � HYPERLINK "http://www.nytimes.com/2010/12/16/world/16wiki.html?_r=0" �http://www.nytimes.com/2010/12/16/world/16wiki.html?_r=0�


� Ibídem


� � HYPERLINK "http://grandjuryresistance.org/grandjuries.html" �http://grandjuryresistance.org/grandjuries.html�


� � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Cuarta_Enmienda_a_la_Constituci%C3%B3n_de_los_Estados_Unidos" �http://es.wikipedia.org/wiki/Cuarta_Enmienda_a_la_Constituci%C3%B3n_de_los_Estados_Unidos�


� � HYPERLINK "http://grandjuryresistance.org/grandjuries.html" �http://grandjuryresistance.org/grandjuries.html�


� � HYPERLINK "http://law2.umkc.edu/faculty/projects/ftrials/rosenb/ROS_CT4.HTM" �http://law2.umkc.edu/faculty/projects/ftrials/rosenb/ROS_CT4.HTM�


� � HYPERLINK "https://supreme.justia.com/cases/federal/us/249/47/case.html" �https://supreme.justia.com/cases/federal/us/249/47/case.html�


� � HYPERLINK "http://www.andes.info.ec/es/assange-actualidad/5298.html" �http://www.andes.info.ec/es/assange-actualidad/5298.html�
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� � HYPERLINK "http://wikileaks.org/Banking-Blockade.html" �http://wikileaks.org/Banking-Blockade.html�
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� � HYPERLINK "http://www.thenewamerican.com/usnews/congress/item/13762-documents-show-lieberman-king-behind-financial-blockade-of-wikileaks" �http://www.thenewamerican.com/usnews/congress/item/13762-documents-show-lieberman-king-behind-financial-blockade-of-wikileaks�


� � HYPERLINK "http://www.mintpressnews.com/wikileaks-blockade-ordered-by-lieberman-king-circumvents-us-treasury-laws/" �www.mintpressnews.com/wikileaks-blockade-ordered-by-lieberman-king-circumvents-us-treasury-laws/�


� Ibídem


� � HYPERLINK "http://www.reuters.com/article/2010/12/09/wikileaks-un-pillay-idUSLDE6B81WE20101209" �http://www.reuters.com/article/2010/12/09/wikileaks-un-pillay-idUSLDE6B81WE20101209�
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� Declaración conjunta del Relator Especial de las Naciones Unidas para la Protección y Promoción del Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión Relatora Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=829&lID=2" �http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=829&lID=2�


� CIDH 2011. Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 2012, volumen ii: informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, p. 107. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/cd/informe_anual2011/OAS_AR2011_Interactivel.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/cd/informe_anual2011/OAS_AR2011_Interactivel.pdf�


� Ibídem, nota al pie nº 383: New York Times. December 1, 2011. U.S. Weighs Prosecution of WikiLeaks Founder, but Legal Scolars Warn of Steep Hurdles. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.nytimes.com/2010/12/02/world/02legal.html" �http://www.nytimes.com/2010/12/02/world/02legal.html�; y New York Times. December 7, 2011. U.S. Prosecutors Study WikiLeaks Prosecution. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.nytimes.com/2010/12/08/world/08leak.html" �http://www.nytimes.com/2010/12/08/world/08leak.html�


� Declaración conjunta del Relator Especial de las Naciones Unidas para la Protección y Promoción del Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión Relatora Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=829&lID=2" �http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=829&lID=2�


� CIDH 2012. informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 2012, volumen ii: informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, p. 98. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/anuales/Informe%20Anual%202012.pdf" �http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/anuales/informe Anual 2012.pdf�


Énfasis (cursiva) añadido.


� Consejo de Derechos Humanos, NN.UU. 2007. Código de conducta para los titulares de mandatos de los procedimientos especiales del Consejo de Derechos Humanos. A/HRC/5/21, 18 de junio de 2007. Disponible en � HYPERLINK "http://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/SP/CodeofConduct_SP.pdf" �http://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/SP/CodeofConduct_SP.pdf�
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